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Este trabajo tiene como epicentro el debate jurídico entre el derecho a la 
autonomía universitaria que detentan los centros de educación superior oficialmente 
reconocidos por el Estado y el trabajo inspector, vigilante y controlador que le 
corresponde efectuar a las autoridades administrativas estatales, ambos 
estipulados expresamente en la Constitución Política de Colombia. 
Desde el contexto actual donde se halla en vigencia desde 2014 una reforma 
a la educación superior en el país, el documento profundiza en las divergentes 
posiciones que arguyen los defensores de un servicio educativo superior totalmente 
autónomo y los agentes estatales que deben ejercer un control administrativo como 
se lo ordena la legislación, que asegure calidad y equidad en la educación superior. 
A pesar de las diversas reformas que ha tenido el marco normativo de la 
educación superior en Colombia, continúa latente la contraposición de filosofías 
concernientes al grado de autonomía que se debe otorgar a las instituciones de 
educación superior y cómo este principio garantizado en la Constitución Nacional 
se ve afectado por la obligación que debe cumplir el Estado en materia de 
inspección, vigilancia y control en cabeza del Presidente de la República, por 
mandato también constitucional, con delegación legislativa al Ministerio de 
Educación Nacional y reglamentada por éste para depositar dichas funciones 
administrativas en el Viceministerio de la misma cartera ejecutiva. 
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Para emprender este análisis académico, doctrinal y jurídico, se circunscribe 
un examen de los orígenes y consecuencias que ha traído para la Nación y su 
sistema educativo la coexistencia de la autonomía como derecho de las 
universidades, con la inspección, vigilancia y control como funciones del Estado y 
componentes de la política pública ordenada por la Constitución.  
Tomando lo anteriormente expuesto, nace la intención central de este trabajo 
cual es la de estudiar a fondo los dos postulados que se hallan enfrentados con 
motivo de las nuevas disposiciones legales en materia de educación superior en 
Colombia: uno, que esgrime la autonomía como un principio inalienable e intocable, 
y otro, que la entiende como una garantía con límites que se traducen en labores 
concretas de inspección, vigilancia y control1. 
La trascendencia cultural e histórica de la autonomía universitaria es 
incuestionable, como también lo es que no es absoluta, ni incondicional y aunque 
en este trabajo no se examinan los pormenores de este derecho como tal, sí es 
imperativo partir de la base de que, como ningún otro de rango constitucional, está 
a la par con los deberes de las instituciones universitarias públicas y privadas de 
prestar un servicio educativo de calidad, acorde con la naturaleza de derecho 
fundamental, como se desglosa en el desarrollo del tema aquí propuesto.  
                                            
1 VILLAMIL, Carol. Alcance de la autonomía universitaria en Colombia, 1980-2002. Una reflexión 
desde la evolución legislativa y jurisprudencial. En: Espacio público y privatización del conocimiento. 
Estudios sobre políticas universitarias en América Latina. Buenos Aires: Consejo Latinoamericano 
de Ciencias Sociales CLACSO, 2005. 
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La estructura de este trabajo está divida en cuatro capítulos que abordan los 
ejes fundamentales de intervención sobre el problema formulado, que radica en 
establecer si la ley 1740 de 2014 quebrantó el principio de autonomía universitaria 
con las medidas de inspección, vigilancia y control que consagró expresamente. En 
consecuencia, un capítulo aborda el tema de la inspección, la vigilancia y el control 
en la educación superior como parte de las funciones administrativas del poder 
ejecutivo, el siguiente explica su razón de ser en el marco jurídico de un Estado de 
Derecho como Colombia,  el tercero, con base en el paradigma precedente, 
desarrolla la problemática desde sus raíces, es decir, los abusos cometidos por las 
instituciones de educación superior en todos sus niveles, amparados en el principio 
de autonomía universitaria y el cuarto los nuevos instrumentos de intervención para 
la educación superior y las limitaciones del Estado. 
La autonomía universitaria ha sido referida por los directivos universitarios 
como una conquista histórica, pero esa concepción de beneficio general fue 
cuestionada socialmente en las últimas dos décadas por las arbitrariedades que se 
han cometido en su nombre y que han aquejado al usuario final del servicio.  Por 
este motivo la función de inspección, vigilancia y control que la Constitución delegó 
en el ejecutivo cobra un papel trascendente en la garantía fundamental a la 
educación como servicio público y como derecho de primera generación, y está en 
la raíz de la política pública en materia de control administrativo porque de su 
eficacia depende que se puedan conciliar, en respeto absoluto a la legislación 
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vigente, los derechos a la autonomía universitaria, que en la práctica son 
empresariales, con los de la educación, que son básicos para los ciudadanos. 
  Fue imperativo cercar los confines de esta profundización jurídica ya que 
los problemas de la educación superior son múltiples y atañen a diversos aspectos 
como la cobertura, la financiación, el acceso, la deserción, la calidad integral2 y su 
ubicación jerárquica en el concierto académico internacional, temas todos de gran 
impacto en la ciudadanía, pero que no se hallan en el epicentro de la problemática 
aquí analizada y que se delimitó en lo relativo a la inspección, vigilancia y control de 
la educación superior en el ámbito de la autonomía universitaria. 
Desde este enfoque se pudieron establecer cuestionamientos metodológicos 
específicos que al ser abordados dieron como resultado el reconocimiento de 
particularidades de este entorno divergente, que en sus extremos conceptuales 
propende o bien por una autonomía sin control estatal severo, o bien por una 
inspección y vigilancia activa y permanente sobre las universidades por parte del 
poder ejecutivo. 
En la actualidad, por ejemplo, las entidades del sector público prestadoras 
del servicio de educación superior deben efectuar una rendición de cuentas, labor 
que es de carácter obligatorio, pero solo para éstas y surgió la inquietud de ¿por 
qué la Ley no se lo exige a las instituciones universitarias privadas?, ya que sería lo 
                                            
2 IREGUI, Ana, MELO, Ligia y RAMOS, Jorge. Evaluación y análisis de eficiencia de la educación en 
Colombia. Bogotá: Banco de la República, 2006. 
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más equitativo teniendo en cuenta el rango legal y social del servicio que prestan. 
En el desarrollo de este documento se abordó esta aparente inequidad de revisión 
estatal al adentrarse en la política pública de inspección, vigilancia y control de la 
educación superior y proponer herramientas administrativas que forjen un efectivo 
adelanto en el sector, incesante, y que no se convierta esta obligación legal en el 
diligenciamiento burocrático de documentos que el Estado envía a las instituciones 
sin ningún fondo real de observancia y tan estandarizados que cualquier funcionario 
administrativo sin rango directivo los puede complementar y regresar a quien 
inspecciona sin resolver ninguna circunstancia de fondo.  
Inspeccionar significa proceder a un examen minucioso de los 
procedimientos financieros, administrativos y pedagógicos de la entidad de 
educación superior respectiva, labor que se complementa con la vigilancia, que se 
traduce en el celo de la administración ejecutiva nacional por estar pendiente de 
que se cumpla la Constitución, la Ley y las normas en materia de educación superior 
y, con base en ello, ejercer el control cuando haya lugar, si se han hallado razones 
objetivas para intervenir en la entidad observada y asumir el control si es pertinente.  
Dado el nivel de implicación social del problema investigado se requirió incluir 
como ámbito de análisis la historia de la autonomía universitaria, sus diferencias 
contextuales en Europa, Estados Unidos y Latinoamérica y la evolución del 
concepto en la legislación colombiana. Asimismo se hizo relevante el examen 
doctrinal de la política pública en materia de inspección, vigilancia y control como 
mecanismos administrativos delegados constitucionalmente al Presidente y sus 
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ministros, y más concretamente, a las obligaciones de observancia sobre la 
educación en general y la superior en particular.   
Se analizó con detalle las implicaciones de las reformas educativas 
plasmadas en el Decreto, con fuerza de Ley,  80 de 1980, en la Ley 30 de 1992, en 
la Ley 1740 de 2014 y en el Decreto reglamentario 1075 de 2015, donde fue posible 
vislumbrar la evolución legislativa frente a la autonomía universitaria, por un lado, y 
la inspección, vigilancia y control, por el otro, con el fin de desentrañar cómo se ha 
desenvuelto en la realidad ese debate entre derechos y obligaciones 
constitucionales y cómo el Estado ha fortalecido su política pública en la materia, en 
la búsqueda de aumentar la transparencia, pulcritud administrativa y eficacia en la 
protección del derecho fundamental a la educación, sin menoscabar la autonomía 
universitaria en el espíritu limitado que la concibe la Constitución, las Leyes, los 




1.PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
1.1.PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN. 
El artículo 69 de la Constitución Política de 1991 establece de manera textual 
que “se garantiza la autonomía universitaria. Las universidades podrán darse sus 
directivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo con la Ley”3. En desarrollo 
de ese postulado, la Ley 30 de 1992, por la cual se organiza el servicio público de 
la educación superior, en su primer capítulo define los principios de la educación 
superior y en su artículo tercero formula que el Estado “garantiza dicha autonomía 
y vela por la calidad del servicio educativo a través del ejercicio de la suprema 
inspección y vigilancia de la educación superior”4.  
El alcance de esa autonomía es definido por medio del artículo 29 de la citada 
Ley, en el cual se enumeran los aspectos que la determinan, como son “darse y 
modificar sus estatutos; designar sus autoridades académicas y administrativas, 
crear y desarrollar sus programas académicos, lo mismo que expedir los 
correspondientes títulos, definir y organizar sus labores formativas, académicas, 
docentes, científicas, culturales y de extensión, seleccionar y vincular a sus 
docentes, lo mismo que a sus alumnos”5, sobre quienes podrán adoptar los 
                                            
3 COLOMBIA. Constitución Política. 1991. Art. 69. 
4 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 30 de 1992. Por la cual se organiza el servicio público 
de la Educación Superior.  
5 Ibid., Art. 29. 
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regímenes respectivos. Finalmente, y a groso modo, tienen facultades legales para 
mediar y emplear sus recursos para la observancia de su cometido general, cual es 
la educación superior, y de su oficio corporativo. 
La autonomía universitaria es uno de los aspectos más relevantes, 
neurálgicos y controversiales que ha tenido el sector educación en nuestro país 
luego de la promulgación de la Constitución en los albores de la última década del 
siglo XX.  Ha habido académicos que desde los ideales más ancestrales sobre el 
conocimiento universal la han defendido como el epicentro de un desarrollo 
armónico, libre y científico del saber, como lo postula Tognato: 
Invocar la autonomía en defensa de la universidad implica reivindicar la necesidad 
de que la generación de conocimiento pueda desarrollarse en línea con las 
prácticas científicas propias de cada disciplina sin interferencia de lógicas foráneas 
que podrían provenir, por ejemplo, desde el campo religioso o desde la esfera 
política6. 
Sin embargo, es exactamente desde esas esferas religiosas y políticas desde 
donde se ha limitado muchas veces tanto el conocimiento en sí mismo, como el 
acceso democrático, justo y equitativo a la educación superior, con un aditamento 
adicional que se ha convertido en el argumento principal de los detractores de la 
autonomía a ultranza: la mercantilización de la oferta técnica, tecnológica y 
profesional a todos los niveles. 
                                            





Ese comercio educativo que en ocasiones ha ido a la par con el 
adoctrinamiento político o confesional y hasta empresarial, riñe de manera 
sustancial con los postulados actuales sobre educación superior, que si bien es 
mirada aún por los ciudadanos del común como un privilegio para adinerados, o 
para genios, según si es privada o pública la institución universitaria del caso, ya 
goza de especial protección por parte del Estado colombiano como lo ha dejado en 
claro la Corte encargada de asuntos constitucionales: 
La normativa interna y la jurisprudencia constitucional, en completa armonía con las 
normas internacionales sobre derechos humanos, le han otorgado a la educación el 
carácter de derecho fundamental de aplicación inmediata e inherente al ser humano, 
que le permite a los individuos acceder a un proceso de formación personal, social 
y cultural de carácter permanente, que como tal, tratándose de educación superior, 
se convierte en una obligación progresiva que debe ser garantizado y 
promovido  por el Estado, la sociedad y la familia, sin que resulte admisible aceptar 
ningún tipo de restricción o desconocimiento que impida su ejercicio7. 
Para tratar de corregir los vacíos y falencias de la autonomía de amplio 
sentido como la concibió la Ley 30 del 92, se expidió la Ley 1740 de 20148, que 
cambia parcialmente la Ley 30 de 1992. El espíritu del canon ha sido establecer las 
normas de la inspección y vigilancia de la educación superior en Colombia, “con el 
fin de velar por la calidad de este servicio público, su continuidad, la mejor formación 
moral, intelectual y física de los educandos, el cumplimiento de sus objetivos, el 
adecuado cubrimiento del servicio y porque en las instituciones de educación 
                                            
7 COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia T-068 de 2012. Magistrado Ponente: Jorge Ignacio 
Pretelt Chaljub. 
8 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 1740 de 2014 por la cual se desarrolla parcialmente el 
artículo 67 y los numerales 21, 22 y 26 del artículo 189 de la Constitución Política, se regula la 
inspección y vigilancia de la educación superior, se modifica parcialmente la Ley 30 de 1992 y se 
dictan otras disposiciones.  
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superior sus rentas se conserven y se apliquen debidamente, garantizando siempre 
la autonomía universitaria constitucionalmente establecida”9. 
Esta legislación ha tenido como propósito fundamental restablecer al Estado, 
ahora en cabeza directa del Ministerio, las facultades para ejecutar sus trabajos de 
fiscalización a las entidades de educación superior y de esta forma impedir la 
llegada de cismas como los acaecidos en varias instituciones que, por sus malos 
manejos y la falta de control estatal, perjudicaron de manera grave a comunidades 
educativas enteras. Hablamos de restablecer, pues antes de la Ley 30 del 92, el 
antiguo ICFES tenía facultades de inspección, vigilancia, control, aprobación y 
sanción que ahora quedan en manos de la cartera educativa, con responsabilidad 
específica del Viceministerio para la educación superior a partir del 200310.  
Aunque esta Ley fue declarada exequible por la Corte Constitucional11, 
algunos juristas y académicos, así como algunos directivos de instituciones 
universitarias, han planteado que varios de sus 26 artículos contradicen el principio 
de autonomía universitaria establecido en la Constitución12. Entre tanto, los 
defensores de esta Ley consideran que la misma constituye una herramienta para 
prevenir, vigilar y corregir en previo, tiempo real o a posteriori, las irregularidades 
                                            
9 Ibíd. 
10 MEJÍA, Darío y DUQUE, Lina. Sistema de aseguramiento de la calidad para la educación superior: 
una tarea pendiente. [En línea]. [12 de agosto de 2017]. Disponible en: 
https://www.mineducacion.gov.co/1759/articles-341917_archivo_pdf.pdf  
11 COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia C-637 de 2015. Magistrado Ponente: Alberto Rojas 
Ríos. 
12 CUÉLLAR, J. y SERRANO, A. La incidencia del modelo de educación superior y de la intervención 
estatal en la calidad de la educación superior en Colombia. Revista Prolegómenos-Derechos y 
Valores. 2016. pp. 9- 13. 
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que entidades de educación superior puedan cometer, amparadas erróneamente 
en ese principio de autonomía universitaria13. 
En vista de que la Ley 1740 de 2014 ya tiene pleno respaldo constitucional, 
el presente trabajo busca aportar elementos de juicio que, desde la perspectiva del 
derecho administrativo, permitan valorar los argumentos que sustentan su posible 
desconocimiento de la autonomía universitaria, así como los efectos positivos que 
puede generar ante las comunidades educativas de esas instituciones, respecto del 
control sobre las mismas, para evitar a tiempo colapsos corporativos que la mayoría 
de veces afectan negativamente a los estudiantes y a sus entornos vitales. 
 
1.2.FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
¿Cuáles son las implicaciones de la Ley 1740 de 2014 relativa a la 
inspección, vigilancia y control en la educación superior respecto de la autonomía 
universitaria, la calidad del servicio, la salvaguarda del derecho a la educación y la 
protección de los usuarios?  
 
                                            
13 MONGUA F., VILLALBA J. y GONZÁLEZ A. El (que) hacer de las "ciencias" sociales, el desarrollo 




La hipótesis de que se parte es que la Ley 1740 de 2014 no viola el principio 
de autonomía universitaria en su espíritu y concepción, aunque ella en sí misma, 
tampoco es la respuesta total al control efectivo que debe desplegar el Estado frente 
a desafueros académicos, administrativos y financieros de instituciones 




Reconocer el valor de la ley 1740 de 2014 frente a la autonomía universitaria 
y la garantía del derecho a la educación en el contexto socio educativo colombiano.  
 
1.4.2.Objetivos específicos. 
- Comprobar si la Ley 1740 de 2014 ha impuesto limitaciones al principio de 
autonomía universitaria garantizado por la Constitución Nacional, o si en su 
defecto interpreta el espíritu de la misma en cuanto a la obligación estatal de 
inspeccionar, vigilar y controlar.  
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- Relacionar el alcance del principio de autonomía universitaria frente al 
derecho fundamental a la educación de acuerdo con la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, las Leyes y Decretos sobre la materia. 
- Identificar los mecanismos concretos que implementa la citada Ley para 
regular, controlar, sancionar e intervenir a las instituciones universitarias 
cuando sus fallos académicos, administrativos y financieros lo ameriten. 
- Comparar la legislación colombiana en materia de inspección y vigilancia de 
la educación superior frente a los desarrollos legales de otros países de 
América Latina. 
- Precisar las implicaciones de la Ley 1740 de 2014 sobre la calidad de la 
educación superior como derecho fundamental y la protección de los 
usuarios frente a los prestadores públicos o privados de este servicio. 
 
1.5.JUSTIFICACIÓN 
El estudio parte del valor que tienen dos principios básicos para el desarrollo 
social y cultural de la educación superior como lo son la autonomía universitaria y 
el proceso de inspección, vigilancia y control que le compete al Estado sobre este 




La autonomía universitaria ha sido una conquista de las sociedades 
democráticas y de los Estados de Derecho, que han hecho el tránsito de modelos 
de educación superior controlados por las propias entidades enmarcadas dentro de 
la religión, la política o el mismo Estado, a un enfoque de libertad de cátedra 
caracterizado por una amplia potestad en lo académico y en lo administrativo. 
Ordóñez y Salazar analizan la temática histórica de este modo: 
En dicho proceso, el desenvolvimiento histórico de la universidad muestra las 
tensiones que han existido entre la autonomía de la comunidad universitaria y los 
poderes públicos que pugnan por controlarla. Entre dichas tensiones figura la 
política de subsidio a la demanda, en el marco del debilitamiento del Estado, y el 
avance de la mercantilización, tal como ha ocurrido en América Latina y en los 
Estados Unidos en las últimas décadas”14.  
La importancia de este principio, y en consecuencia de este estudio, es una 
secuela de la jerarquía que tiene la educación como valor social, ya que es un 
proceso capaz de transformar a una persona y a una sociedad; valga decir, que el 
principio de autonomía de la educación superior no es más que un reconocimiento 
de que la educación universitaria puede lograr que el plan de vida de las personas, 
de sus entornos vitales y de las naciones donde habitan, experimente cambios 
trascendentales. 
Para la sociedad colombiana que vive momentos de gran transformación con 
motivo de la terminación de un conflicto armado vivido por más de medio siglo, es 
de la mayor importancia este trabajo académico, pues apunta al fortalecimiento de 
                                            
14 ORDÓÑEZ Luis y SALAZAR, Boris. La autonomía universitaria y la reforma a la educación 
superior. En: Revista de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas. Universidad de 
Nariño Vol. XIV. No. 1 - 1er. Semestre 2013, enero-junio. p. 160-186. 
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su sistema educativo superior que debe garantizar tanto que las entidades 
prestadoras del servicio gocen de una autonomía en la formulación y ejecución de 
sus proyectos educativos, como que cumplan eficazmente con los lineamientos 
constitucionales y legales de un derecho fundamental, por medio de la inspección, 
la vigilancia y el control legítimo del Estado. 
Para los usuarios del servicio de educación superior es relevante esta 
profundización, ya que la autonomía universitaria, aparte del rol académico, tiene 
implicaciones de carácter empresarial que no siempre son benéficas para la 
sociedad, porque se usa la autonomía para evadir  sutil o abiertamente del control 
del Estado frente a la oferta educativa, donde el elemento vital y trascendente del 
proceso, que es el estudiante, queda a merced de los reglamentos internos, 
procesos y procedimientos de instituciones universitarias donde sus derechos 
pueden ser conculcados de diversas formas.  
La elevada categoría que se le asigna a la educación superior en el país hace 
de este trabajo un puntal analítico y doctrinal, porque además de estar protegida 
respecto de su autonomía, debe estar también protegida de los posibles abusos y 
contravenciones que puedan cometerse contra las comunidades educativas, en una 
laxa interpretación de dicha autonomía. El interés por mejorar el nivel educativo a lo 
largo de la vida de las personas genera una demanda creciente, tanto en términos 
de cantidad como de calidad de servicios educativos técnicos, tecnológicos, 
profesionales y de posgrado. Esa presión permanente de la demanda hace que 
quienes ofrecen ese servicio se hallen ante un mercado amplio, pero con riesgo de 
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vulnerabilidad para los usuarios, en términos de protección de derechos 
fundamentales, vistos desde lo educativo y allí reside la utilidad sociopolítica de esta 
investigación.  
Durante los dos, o cuatro, o cinco años que invierte un estudiante con miras 
a la obtención del título que busca, se presentan tensiones entre los intereses de 
ese estudiante y los de la institución que le ofrece el servicio educativo, sobre  todo 
en aspectos académicos, financieros y administrativos15. Ante algunas de esas 
situaciones es posible que algunas instituciones se refugien en el principio de 
autonomía que les otorga la Constitución Política, para cometer abusos. No es 
inusual también que estudiantes soliciten de sus entidades educativas soluciones 
inadecuadas desde lo ético, lo procedimental y lo legal.  
Pero la primera situación es más frecuente y es la que dio origen a esta 
propuesta académica y jurídica, pues marca la conveniencia de precisar desde la 
doctrina el alcance del principio de autonomía para que los estudiantes, sus padres 
y madres en algunos casos, usuarios del servicio educativo, se empoderen de sus 
derechos y deberes a la luz de esta garantía constitucional y, a su vez, le aporte al 
Estado un instrumento conceptual que le ayude a regular, con apego a la 
                                            
15 LONDOÑO, Andrés. La tensión confianza/desconfianza entre lo académico y lo administrativo en 





Constitución y las Leyes, el correcto desarrollo de los cientos de programas de 
educación superior que se ofrecen hoy en Colombia. 
La importancia de esta profundización temática jurídica se halla en el espíritu 
de la Ley 1740 de 2014 sobre protección de los intereses de los usuarios de la 
educación superior en el país. Por tratarse de un asunto trascendente para la 
sociedad, en vista de la transformación de que es capaz la educación, los autores 
del presente trabajo hemos visto la pertinencia de asumirlo desde la política pública 
en inspección vigilancia y control, en atención a la jurisprudencia Constitucional 
respecto del alcance del principio de autonomía universitaria y a partir de esa 
jurisprudencia evaluar jurídicamente si los diferentes artículos de esta Ley pueden 
constreñirla, o por el contrario desarrollarla en armonía con los demás postulados 
constitucionales y legales relativos al derecho fundamental a la educación.  
Así mismo, este trabajo aportará una propuesta de lineamientos para hacer 
más efectiva la Ley 1740 de 2014 y su respectiva reglamentación, en su propósito 
de contener los eventuales abusos de las instituciones universitarias y sugerir 
ajustes en los potenciales vacíos. Como valor agregado del estudio se compararán 
los mecanismos normativos previstos en otros países para la inspección y vigilancia 
de la educación superior, con el fin de verificar y comparar los dispositivos legales 
que han podido lograr un efecto de contención apropiado, en sociedades donde hay 
respeto por la autonomía universitaria, pero han ejercido un adecuado control 




Se entiende por saberes sociales el compendio de ramas de estudio 
delimitadas epistemológicamente como responsables de la indagación y análisis de 
la interacción humana, en permanente pesquisa e interpretación de los sucesos que 
de ella se desprenden. En el evento en que alguna de estas disciplinas de estudio 
sobre la sociedad se encamina hacia los sucesos relativos a la participación, el 
desarrollo y la regulación de ciudadanos de los Estados, se ingresa a los límites de 
la política estatal como campo académico y ejecutivo de ámbito público16.  
En el cuadro siguiente se puede ver la diferencia epistémica que limita cada 
ciencia para poder enfocarse en la que estudia las políticas públicas: 
Tabla No. 1.  
 
                                            
16 VALENTI, Giovanna y FLORES, Ulises. Ciencias sociales y políticas públicas. En: Rev. Mex. 
Sociol. vol.71. México (dic. 2009). 
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Con base en el punto tres relativo a las políticas públicas se ve cómo la razón 
de ser metodológica de éstas, es la de resolver esos factores problemáticos para la 
convivencia social sana, justa y ordenada. Pero este concepto no ha sido el 
preponderante en la historia de la humanidad. La metamorfosis del carácter analítico 
sobre el Estado y la función pública se dio en Norteamérica luego de culminada la 
guerra orbital a mitad del siglo XX, como un reconocimiento a la actividad de los 
investigadores sociales en su propósito de fabricar fórmulas para el adecuado 
ejercicio de la administración gubernamental17.  
Es reconocido por el mundo académico, investigativo y epistemológico que 
el gestor de esta ciencia social que analiza las políticas públicas con rigor 
metodológico y campo de acción específico fue Harold Lasswell, un sociólogo 
estadounidense quien dedicó gran parte de su prolífica obra al análisis de la 
comunicación de masas y a la llamada entonces ciencia de las políticas, enfocada 
al análisis de contenido de los lineamientos que hacen los gobernantes para intentar 
transformaciones y controles en la vida de los ciudadanos18. 
 Los métodos de Lasswell en su estudio sobre la acción planificadora y 
ejecutora de los gobernantes estatales se caracterizaron por la sencillez de sus 
formas, esquematizadas la mayoría, por la segregación de variables aún dentro de 
                                            
17 HERNÁNDEZ, Gustavo. El análisis de las Políticas Públicas: una disciplina incipiente en Colombia. 
En: Revista de Estudios Sociales, (agosto de 1999); p. 80-91. 
18 OBSERVATORIOA DE LA LIBERTAD DE PRENSA EN AMÉRICA LATINA, INFOAMÉRICA. 




aquéllas previamente definidas para su estudio más detallado y por el 
acompañamiento constante como guía de su grupo investigador19.   
Lasswell fue profesor universitario muchos años antes de involucrarse con la 
administración pública estadounidense a la que llegó con una serie de propuestas 
académicas originadas en su concepción funcionalista y que sugerían la creación 
de un campo de estudio autóctono para el servicio público de la nación, enlazado 
temáticamente con las demás ciencias sociales, sobre todo, las que abordaban la 
política.  
La síntesis de su planteamiento es que la administración pública debe 
planear procesos para ser ejecutados por fases bien delimitadas donde una requiera 
del complemento sucesivo de otra y así las demás. En sus propias palabras 
Lasswell describe las dos acciones a desarrollar en su propósito de fundar un sector 
investigativo social en la política pública:  
La primera tarea busca desarrollar la ciencia de la formación y ejecución de las 
políticas, utilizando los métodos de investigación de las ciencias sociales y de la 
psicología. La segunda tarea busca mejorar el contenido concreto de la información 
y la interpretación disponible de los hacedores de las políticas y, por consiguiente, 
rebasa generalmente las fronteras de las ciencias sociales y de la psicología20.     
En consecuencia, la política pública surgió como un proceso de múltiples 
actores de diversas disciplinas del conocimiento que confluyeron en un accionar 
                                            
19 ESTÉVEZ, Alejandro y ESPER, Susana. Revisitando el modelo secuencial de políticas públicas. 
[En línea]. [15 de agosto de 2017]. Disponible en: 
https://panel.inkuba.com/sites/2/archivos/modelo%20secuencial%20IR%2005.pdf  
20 LASSWELL, Harold. La concepción emergente de las ciencias de política (1971). En: Valencia, 
Germán y Álvarez, Johan. La ciencia política y las políticas públicas: notas para una reconstrucción 
histórica de su relación. Estudios Políticos, No.33, Medellín, (julio-diciembre). 2008. 
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pragmático y funcional: diseñar estrategias de gobierno mediante la planeación 
sistemática de labores, nutrida de diversos saberes del conocimiento. Se trataba de 
involucrar la ciencia y la técnica al desarrollo de los planes estatales y 
gubernamentales que buscaban un desarrollo social y un gobierno eficaz. 
Estos años posteriores a la guerra fueron marcados por el debate entre lo 
que debería ser público y lo que debería mantenerse privado. Lo público se entendía 
como las políticas, estrategias, inspecciones, vigilancias y controles de aquellos 
sectores donde lo privado no podía garantizar el bienestar integral consignado en 
los estamentos constitutivos del Estado democrático. “En este audaz mundo nuevo, 
la clave era el desarrollo del proceso de las políticas públicas con más información 
y erudición que en tiempos pasados”21. 
Con base en los postulados de Lasswell fueron muchos los estudios que se 
hicieron y sus resultados estuvieron siempre evaluados con ojos críticos pues para 
otros sectores de la academia nunca fue bien visto que la investigación se 
involucrara de lleno en la política pública dejando su labor objetiva un tanto 
comprometida al formar parte de las soluciones de los problemas hallados, algo 
que, para los puristas de la ciencia, es inadmisible. 
Pero en el desarrollo de la ciencia política, a pesar de las críticas a modelos 
como el de Lasswell durante las décadas de los 60 y 70, se fue dando un proceso 
                                            
21 PARSON, Wayne. Políticas Públicas: una introducción a la teoría y a la práctica del análisis. 




de transformación que en los años 80 marcó un derrotero donde se pasó de una 
disciplina que explicaba fenómenos estudiados, a una que propone políticas, 
normas y enfoques, y que tiene como objetivo, la transformación de áreas y 
procesos de la sociedad22 desde perímetros diversos, como puede serlo, la 
administración pública.  
El análisis de la política pública se convirtió, desde lo académico, en una 
vertiente de la ciencia política que no sólo analiza y describe, sino que formula y 
plantea. Asimismo, desde la óptica estatal, se inscribe como herramienta de 
diferenciación política y jurídica entre el Estado y la acción de los particulares, donde 
está consignado el poder ejecutivo del gobernante para diseñar el rumbo 
administrativo de la nación con las facultades, entre otras, de inspeccionar, vigilar y 
controlar los aspectos de la vida ciudadana donde se requiera regulación, como, por 
ejemplo, la educación superior. 
Pero nunca ha habido consenso sobre lo que es la política pública en sí y 
tanto investigadores como formuladores de legislación, planeación y ejecución, 
aplican criterios según el gusto particular, con base en la amplia oferta 
epistemológica y conceptual que aún permea a este campo de estudio. Valencia y 
Álvarez elaboraron un cuadro sintético que resume las principales acepciones que 
se manejan desde la investigación, sobre lo que es la política pública: 
 
                                            
22VALENCIA, Germán y ÁLVAREZ, Johan. op. cit.  
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Cuadro No. 1. Definiciones de Política Pública. 
 
Fuente: Valencia, Germán y Álvarez, Johan. La ciencia política y las políticas públicas: notas 




La definición propuesta por Salazar en el cuadro anterior se ajusta en gran 
medida a lo que ha sido la política pública en educación superior en Colombia desde 
1980 hasta ahora, pues los gobernantes han legislado e implementado leyes, 
decretos, planes y programas según el contexto, como ocurrió con la legislación 
vigente que, independiente de la valoración que pueda hacerse de ella, surgió 
coyunturalmente por un escándalo mediático fruto de serias irregularidades en una 
institución universitaria privada.  
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El propio investigador Salazar, en otro texto analítico, sugiere que en el nuevo 
milenio se franqueó el designio, que venía desde la década de los sesenta, de 
certificar al sector estatal por medio de la investigación científica, para dar paso a 
una orientación completa en la misión que debían cumplir las políticas públicas, en 
donde son inseparables los oficios burocráticos de observación y estimación 
administrativas23; también se evidenció en este periodo, para el caso colombiano, 
el fortalecimiento de otras variables como la inspección, la vigilancia y el control. 
En este punto son pertinentes las reflexiones de André Roth quien define dos 
líneas diferentes en el abordaje de las políticas públicas. Por una parte, las percibe 
como una construcción integral de los miembros de una sociedad bien sean 
funcionarios públicos o ciudadanos particulares y por otra las ubica como campo de 
investigación de las ciencias sociales dado el impacto que tienen en la vida de los 
ciudadanos24. En su disertación analítica este autor manifiesta una preocupación 
latente por la distancia que aumenta día a día entre los ciudadanos del común y el 
Estado, donde las políticas públicas no siempre reflejan los requerimientos sociales 
y aquéllos ven lejana su participación real en las políticas que definen en gran parte 
su calidad de vida. 
En un análisis de la obra Roth, el investigador Luis Carlos Erazo hace énfasis 
en la naturaleza prioritaria de los diseños estatales y gubernamentales en materias 
                                            
23 SALAZAR, Carlos. Políticas Públicas & Think Tanks. Bogotá: Konrad Adenauer-Stiftung. 2008. 
24 ROTH DEUBE, André-Noël. Políticas públicas. Formulación, implementación y evaluación Bogotá: 
Ediciones Aurora, décima edición, 2014, 292 pág. 
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neurálgicas de la acción pública y al acercarse a la raíz de sus postulados afirma 
que “de lo que se trata es de entender los procesos por los cuales una autoridad 
pública o administrativa se ve en la necesidad de tratar una situación problemática. 
Si bien la esencia de la política consiste en distribuir los valores y los recursos 
sociales y económicos entre los miembros de una sociedad, la responsabilidad del 
Estado y la administración pública es hacer una distribución de estos recursos lo 
más equitativamente posible”25. 
Ordinariamente las políticas públicas se han identificado con los planes y 
acciones que un gobierno define e implementa para asumir una problemática y 
resolverla hasta donde la labor estatal lo permite y es en ese contexto, sea educativo 
u otro sector, donde se puede contemporizar como lo deducen Ruiz y Cárdenas que 
son “el ámbito privilegiado de realización del “pacto” entre Estado y sociedad. Un 
nuevo papel del Estado, en el sentido de hacerlo más ágil y organizador”26. Para el 
caso de la educación superior, es evidente que la conciliación entre autonomía y 
control estatal ha dificultado ese convenio social porque enfrenta principios 
aparentemente opuestos que están asentados en las estructuras constitucionales 
de los Estados de Derecho. 
El panorama analítico de la política pública conserva muchos de los objetivos 
planteados por los primeros investigadores norteamericanos en el siglo pasado, 
                                            
25 ERAZO, Luis Carlos. En: Íconos, No. 53 (2015) pp. 201-204. 
26 RUIZ, Domingo y CADENAS AYALA, Carlos.   
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solamente que se han adaptado a los cambios históricos, tecnológicos y 
contextuales, pero en esencia, los investigadores se siguen cuestionando sobre la 
eficacia y la eficiencia de las políticas públicas ofrecidas por los gobernantes en sus 
planes de gobierno, así como en las posibilidades reales de las mismas de resolver 
los problemas puntuales  que las generaron y que afectan a la mayoría de la 
población27. 
El siglo XXI recibió al sector universitario del mundo con la declaración de las 
universidades europeas en Bologna, Italia, un documento donde autoproclaman su 
importancia en el desarrollo del mundo actual y trazan derroteros a seguir para el 
cumplimiento de metas que venían analizando desde el fin del milenio28. No es 
política pública, todo lo contrario. Es la acción autónoma de los grandes entes de 
educación superior de Europa para unir esfuerzos en su propio fortalecimiento como 
empresas de saberes: “En la actualidad, la Europa del conocimiento está 
ampliamente reconocida como un factor irremplazable para el crecimiento social y 
humano y es un componente indispensable para consolidar y enriquecer a la 
ciudadanía Europea, capaz de dar a sus ciudadanos las competencias necesarias 
para afrontar los retos del nuevo milenio, junto con una conciencia de compartición 
de valores y pertenencia a un espacio social y cultural común”29.  
                                            
27 AGUILAR, Luis. La implementación de las políticas. México: Porrúa, 1993. p. 19.  
28 MINISTROS EUROPEOS DE EDUCACIÓN. Declaración conjunta. Bolgna, Italia, 19 de junio de 
1999. Disponible en: 
http://www.educacion.gob.es/boloniaensecundaria/img/Declaracion_Bolonia.pdf 
29 Ibid. p.1.  
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Desde una mirada desprevenida, la declaración parece contener la lógica 
educativa de quienes detentan un poder y una imagen sólida ante los ciudadanos 
del mundo, como quiera que Europa, desde antaño, fue el continente pionero en la 
oferta educativa superior y cuenta con instituciones universitarias de prestigio 
orbital. Desde ópticas más críticas, se ve el documento como un reconocimiento de 
que el mercadeo empresarial es el que debe regir la oferta universitaria a nivel 
global.  
Es el caso de la investigadora Teresa García Gómez quien luego de auscultar 
las motivaciones del grupo de entidades educativas más poderosas de Europa ha 
llegado a la conclusión de que la educación superior entró oficialmente desde ese 
instante, al régimen de libre mercado con todas sus reglas y afirma que la tesis 
consignada en Bologna  
…supone la reconversión educativa hacia el nuevo capitalismo, privatizando la 
educación pública, lo que significa que la educación no tendrá posibilidad de ser 
un proyecto social y político pensado para la emancipación de los individuos, sino 
que estará al servicio de las necesidades e intereses económicos, gestionada 
desde una óptica empresarial, actuando para obtener los máximos beneficios al 
menor costo posible, transformando los problemas y fracasos escolares en 
problemas y fracasos personales, generando competitividad entre las personas y 
los centros educativos, proponiendo planes de mejora (de resultados) sin cambiar 
las condiciones de trabajo (menor ratio por aula, tiempo para el profesorado para 
la formación, investigación y discusión colectiva, direcciones escolares realmente 
pedagógicas y colectivas, etc.), etc. 
Hay mucho de extremo tanto en las posiciones acordes con el esquema 
neoliberal como en las críticas ideológicas de izquierda hacia todo lo que signifique 
mercado y libre empresa. Sin embargo, el tema de fondo aquí propuesto tiene como 
aristas básicas de la profundización, la tensión existente entre dos aspectos 
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centrales de la misión universitaria: la autonomía, por una parte, y la inspección, 
vigilancia y control estatal por el otro. Los linderos que unen y separan estos dos 
principios, ambos de rango constitucional, deben aportar resultados en aras de un 
derecho también esencial en la Constitución, como lo es la educación superior. 
  La autonomía universitaria y la ausencia de una política pública garante de 
derechos de los estudiantes fueron el paradigma para un nuevo régimen acorde con 
el libre mercado. Ya en Colombia estaba en vigencia la ley que desmontó la 
inspección, la vigilancia y el control estrictos sobre la educación superior, 
normatividad que se dio en pleno auge de la llamada apertura económica del 
gobierno de César Gaviria Trujillo, un modelo neoliberal de macro economía basado 
también en regir todas las actividades, incluso las fundamentales 
constitucionalmente hablando como la salud y la educación, por las leyes del 
mercado. 
La autonomía universitaria en el ámbito latinoamericano se halla 
intensamente enraizada en la corriente que promovieron los alumnos cordobeses 
en Argentina en los inicios del siglo pasado. Lo singular es que en la proclama de 
junio de 191830 editada por estos jóvenes australes para exponer sus demandas y 
que fue el cimiento filosófico de las inclinaciones autonomistas que sobrevinieron 
                                            
30 El texto del Manifiesto apareció en Córdoba el 21 de junio de 1918 a modo de suplemento en la 
Gaceta Universitaria Nº10 y se le atribuye la autoría a Deodoro Roca, uno de los principales 
ideólogos de la Reforma y fue firmado, además, por los miembros de la comisión directiva de la 




en varias instituciones universitarias del continente, no se concibe ninguna alusión 
clara al deseo de autonomía universitaria, ni tampoco se determinan peticiones 
sobre la dependencia entre la gestión universitaria y el control estatal.  
Lo que en la práctica hicieron estos jóvenes fue plantear el establecimiento 
de una dirección estudiantil y plasmar una rígida crítica de la actividad general de la 
universidad, sobre todo en lo relativo a los métodos educativos anticuados y al 
despotismo con que se llevaba el saber pedagógico. El profesor Jaime Ornellas lo 
recuerda así: “En realidad, esta crítica marca el rompimiento de la universidad del 
siglo XX con la decimonónica. Desde otro punto de vista, el alcance del movimiento 
de Córdoba y del Manifiesto que lo acompañó radica en que, sin proponérselo, quizá 
ambos le dieron a la autonomía universitaria un carácter eminentemente 
latinoamericano”31. 
Pero este movimiento de estudiantes argentinos fue también el inicio de la 
controversia en torno a qué debería llamarse autonomía universitaria. Porque los 
estudiantes desde esas épocas han propendido por una educación superior exenta 
de presiones ideológicas, políticas, religiosas, estatales y gubernamentales como 
sinónimo de una cátedra autónoma, pero con el auge del mercadeo llevado a la 
oferta educativa superior, las instituciones universitarias le han dado otro sentido a 
                                            
31 ORNELLAS, Jaime. Reflexiones en torno a la autonomía universitaria. [En línea]. [10 de julio de 
2017]. Disponible en: http://biblioteca.clacso.edu.ar/ar/libros/grupos/reforAboit/05delgado.pdf  
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la autonomía y es el de actuar con las menores inspección, vigilancia y control por 
parte de los organismos del Estado. 
La autonomía universitaria es un fundamento filosófico y jurídico que estipula 
y protege la independencia de las entidades de educación superior, para ejercer sus 
funciones misionales de enseñanza, indagación científica y ramificación local, 
regional, nacional e internacional en contextos ajustados a sus proyectos educativos 
sin limitaciones, más allá de las consagradas en la Constitución y la Ley. 
Para el caso específico de Colombia el tema tomó relevancia jurídica a partir 
de su inclusión en la Ley de Leyes del 91 y su reglamentación un año después por 
parte del Congreso de la República. Moisés Wasserman ex rector de la Universidad 
Nacional, aporta una definición fruto de su experiencia al frente del alma mater más 
importante del país: 
La autonomía universitaria es, ante todo, un reconocimiento social que en algunos 
países como el nuestro ha sido elevado a rango constitucional. Un reconocimiento 
de que una institución fundamentalmente altruista, con probada buena voluntad, 
cuya actividad se basa en la producción y difusión de conocimiento y con una gran 
capacidad de reflexión crítica, hará sus mejores aportes si no es constreñida por las 
necesidades de corto plazo de gobiernos y de grupos políticos32. 
Un enunciado fundamental de la Asamblea Constituyente de 1991 fue la 
descentralización a todo nivel y la autonomía regulada en la mayoría de procesos 
administrativos públicos o privados. Con base en esa intención se plasmó en la 
Constitución, en el artículo 69, la autonomía universitaria y, en consecuencia, 
                                            
32 WASSERMAN, Moisés. ¿Qué es eso de autonomía universitaria? [En línea]. [10 de julio de 2017]. 
Disponible en: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-5172180 
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determinó que todas las instituciones de educación superior de Colombia quedaran 
facultadas para proporcionarse su personal directivo, sus proyectos educativos y 
sus reglamentos respectivos, siempre y cuando estuvieran ajustados a la propia 
Constitución y a las Leyes respectivas.  
En perfeccionamiento de este avance autonómico, los artículos 28 y 29 de la 
Ley 30 de 1992 habilitaron la figura legal para que las entidades de educación 
superior generaran sus propios estatutos y pudieran variarlos con independencia, 
así como elegir sus directivos académicos y administrativos. También pudieron 
desde ese instante instituir, establecer y desplegar su oferta académica con sus 
propios diseños didácticos y otorgar en consecuencia títulos según la modalidad 
fundada. Finalmente quedaron autorizadas para, sin control previo ni aprobación 
alguna por parte de Estado, establecer su planta docente, seleccionar sus alumnos 
y planear sus ejecutorias administrativas y financieras. 
El espíritu del constituyente no fue otro que el de permitirle a las 
universidades ofertar sus proyectos educativos en un marco de respeto por su idea 
pedagógica y de confianza en la seriedad del manejo administrativo, académico y 
financiero. Es de reconocer que los honorables constituyentes no vislumbraron, a 
su vez, los riesgos que una autonomía excesiva podría conllevar para casos donde 
los malos manejos afectaran al usuario del servicio, el estudiante, en un aspecto 
fundamental también, que luego sería ampliado por la Corte Constitucional, entidad 
que se gestó también en ese magno proceso de transformación nacional de 
principios de la última década del milenio anterior. Jaime Leal, rector de la 
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Universidad Nacional Abierta y a Distancia UNAD, describe el proceso autonómico 
desde lo constitucional en estos términos: 
La institucionalización de la autonomía, como principio, se constituye en una 
garantía jurídica que busca proteger la libertad de configuración de los programas 
universitarios, e igualmente, genera la independencia de las universidades, 
cualquiera sea el tipo que esta tenga, para que no haya injerencias e instancias, 
privadas o públicas, que puedan interferir en sus procesos de formación y en sus 
responsabilidades sustantivas en la educación superior33. 
Es claro entonces el espíritu de la norma superior y de la Ley reglamentaria 
en cuanto a las universidades se refiere. Pero en cuanto al estudiante, y aún frente 
a los docentes, es poco lo que se puede rescatar de la primigenia concepción 
plasmada en la Constitución. En dos décadas de la Ley, las quejas y reclamos de 
estudiantes y de la comunidad educativa en general han sido muchas, todas en 
dirección al mal uso que muchas entidades le dieron a la potestad que les otorgó la 
legislación vigente. 
Fruto de ello, varias instituciones recibieron sanciones que conllevaron la 
suspensión de programas y el perjuicio para miles de estudiantes. Otras tuvieron 
que enfrentar el control estatal por sus fallas administrativas y financieras y otras 
más por la precariedad de sus ofertas educativas que rayaron en el engaño. El 
gobierno nacional, atento a estas críticas de los usuarios y a los escándalos 
mediáticos que han conllevado, decidió presentar al Congreso un proyecto 
legislativo que se transformó en la Ley 1740 de 2014 que es eje central de este 
                                            
33 LEAL AFANADOR, Jaime. La autonomía universitaria en Colombia y algunas razones que limitan 
su ejercicio. En: La Autonomía Universitaria en Colombia. Precisiones sobre su concepto. Bogotá: 
UNAD, 2016, p.15. 
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trabajo de posgrado, con el fin de recuperar herramientas de inspección, vigilancia 
y control que había perdido con la Ley 30 del 92. 
¿Viola esta Ley el principio de autonomía universitaria, o es una respuesta 
válida del Estado a los abusos cometidos por algunas instituciones de educación 




La metodología utilizada en el presente trabajo de investigación corresponde 
al modelo de investigación jurídica exploratoria pues examinará las implicaciones 
de una Ley como la 1740 de 2014, de tan sólo tres años de vigencia, pero que está 
ligada con todo el historial de autonomía universitaria desde que fue consagrada en 
la Constitución Política de 1991. 
La exploración jurídica y el análisis doctrinal y jurisprudencial tuvieron como 
eje central determinar si dicha Ley y su consecuente reglamentación violan la 
autonomía universitaria, o si, por el contrario, dan cumplimiento a la ordenado en la 
Constitución, las leyes y decretos relacionados en materia de inspección, vigilancia 
y control para la educación superior. 
La primera articulación analítica con que se halló este estudio fue la evolución 
de la autonomía universitaria como principio jurídico, donde se consultaron fuentes 
 38 
 
documentales de texto y periodísticas, internacionales y nacionales, tanto en 
doctrina y jurisprudencia, como en opinión pública, para establecer hasta donde esta 
independencia administrativa, jurídica y académica se ha usado para fortalecer los 
sistemas universitarios integralmente, o por el contrario, ha sido el pretexto para 
abusar de los estudiantes y someterlos a reglas del mercado que ponen en peligro 
el ejercicio pleno de su derecho fundamental a la educación superior.  
Luego se cotejó el contexto evolutivo de la política pública de inspección, 
vigilancia y control en la educación superior de Colombia donde se compararon 
fuentes documentales internacionales y nacionales desde el origen de esta 
tendencia y sus estudios consecuentes luego de la Segunda Guerra Mundial, así 
como el desarrollo normativo constitucional y legal en Colombia para verificar si su 
accionar administrativo en el campo de la educación superior ha minado el principio 
de la autonomía universitaria, o si ha garantizado una eficaz fiscalización estatal al 
desarrollo de un derecho esencial de los ciudadanos34.  
Con base en este método se identificaron los postulados de defensores de la 
autonomía sin control profundo, como en el espíritu de la Ley 30 del 92, y los 
defensores de la inspección, la vigilancia y el control como quedaron plasmados en 
la ley 1740 de 2014 y su reglamentación. Se valoraron los argumentos y se usó la 
técnica de la comparación jurídica internacional en materia legislativa y 
                                            
34 HENAO, Myriam e ISAZA, Francisco. Políticas Públicas y Educación Superior. [En línea]. [25 de 




jurisprudencial para determinar cómo han abordado el tema de la inspección y la 
vigilancia a las instituciones de educación superior en otras latitudes. 
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2. INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y EL CONTROL EN LA EDUCACIÓN SUPERIOR: 
ORIGEN Y DESARROLLO 
 
La práctica universitaria ha registrado a través de la historia cambios 
significativos en relación con el conocimiento y la concepción de autonomía que la 
educación superior debe, en teoría, ostentar. En este documento se ha partido de 
la base de que la autonomía es el soporte global que posee una institución para 
controlarse por sus propios reglamentos35. No obstante, y en vista de su 
dependencia ancestral de los poderes político, religioso y gubernamental, esta 
primera emancipación fue cuestionable pues, en la práctica, reñía con la concepción 
de gobierno educativo autónomo que implicaría, a su vez, un desligue total de los 
poderes ya mencionados y en épocas pretéritas no había tal.   
A pesar de ello, esta discrepancia elemental consiguió que la universidad, 
desde sus estrenos en Bolonia y París, posea un espíritu libertario de gestión de 
cara a las mediaciones de sectores poderosos como la política, la religión y el propio 
Estado36, que han alargado históricamente sus tentáculos controladores en 
detrimento de la libertad de cátedra o de la producción y reproducción de 
conocimiento, inherentes a la misión de entidades universitarias serias37.  
                                            
35 HUERTA CUERVO, M. Rocío. La autonomía y su significado para instituciones de educación 
superior. En: Innovación educativa, vol. 11, núm. 54, pp. 42-52. [En línea] [11 de julio de 2017]. 
Disponible en: http://www.redalyc.org/pdf/1794/179421434004.pdf 
36 PLATA PLATA, Juan Guillermo. Autonomía universitaria e inspección y vigilancia Una coexistencia 
necesaria para el sistema de educación superior. Bogotá, 2016, 59 p. Documentos de grado 
(Maestría en Derecho Público para la Gestión Administrativa). Universidad de los Andes.  
37 DE PUELLES, Manuel. Estado y Educación en las Sociedades Europeas. OEI. [En línea]. [23 de 
septiembre de 2017]. Disponible en: http://rieoei.org/oeivirt/rie01a02.htm 
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En el transcurso del siglo XIX, brotaron diferentes entidades educativas de 
nivel superior, inducidas por el florecimiento de la industria38. Las carreras 
propuestas requerían para su entrada al plan de estudios, haber concluido la 
secundaria, hecho que probablemente le dio origen al término superior, que desde 
entonces hace referencia a entidades que titulan como técnico, tecnólogo, o 
profesional y a las cuales no es posible acceder sin ser bachiller39.  
En el mundo occidental de finales del siglo XIX y principios del siglo XX no 
era frecuente suponer que las universidades deberían ser inspeccionadas, 
vigiladas, sancionadas o cerradas por motivos de malos manejos académicos, 
administrativos o financieros. No había contradicción fiscalizadora entre el Estado y 
las instituciones universitarias, ya que estas generaron modelos donde el Estado 
llegó a ser, en algunos casos, un socio activo de los proyectos educativos de dichas 
instituciones, como lo afirma Hugo Casanova:  
Con relación a tal aspecto, que incide de manera directa en cuestiones como la 
autonomía y el gobierno de las instituciones universitarias, debe señalarse que, 
mientras en el modelo universitario anglosajón se mantiene una particular distancia 
con respecto al Estado, en los modelos francés y germánico, la influencia del Estado 
sobre la universidad es por demás explícita; en el primero, mediante una compleja 
red política y administrativa que integra la universidad a los órganos del Estado y, 
en el segundo, que pese a buscar la funcionalidad de la universidad ante los 
planteamientos nacionalistas, marca la delimitación y el respeto estatal, ante las 
tareas propias de la institución40. 
                                            
38 Ibid., p13.  
39 COLOMBIA. Ministerio de Educación Nacional. Requisitos para ingresar a la educación superior 
[En línea]. [23 de septiembre de 2017]. Disponible en: http://www.mineducacion.gov.co/1759/w3-
article-235581.html   
40 CASANOVA CARDIEL, Hugo. Universidad y Estado. Del pensamiento del siglo XIX a las 




En materia de supuestos beneficios de la política pública en inspección, 
vigilancia y control que tiene por finalidad proteger la eficacia del sistema educativo 
superior, no existen efectos imperiosos comprobados a toda luz, en todos los 
ámbitos donde hay educación universitaria de calidad. Al respecto José Fernando 
Isaza dice que “en Estados Unidos, cuyo sistema universitario tiene reconocimiento 
mundial, el Ejecutivo no interviene; en Francia o Inglaterra, con universidades de 
buena calidad, hay mayor intervención. En Italia sería inconcebible una 
intervención”41. 
Es atildado deducir, que los países que tienen los entes universitarios más 
prestigiosos no tienen unidad de acción frente a la injerencia legal del Estado en 
sus respectivas administraciones. Y es que inspeccionar y controlar son pilares de 
sociedades con gran temor de la acción irregular de sus ciudadanos y de sus 
entidades a todo nivel, y a raíz de la autonomía universitaria lograda después de 
siglos de oscurantismo académico y control abusivo estatal, en continentes como la 
América Latina muchas instituciones asumieron que la escasez de control les 
otorgaba una patente de corso para reproducir el autoritarismo de antaño, desde 
sus propios feudos educativos. 
 
                                            




2.1.ALGUNAS EXPERIENCIAS EN LA REGIÓN 
En términos de derecho comparado es pertinente en este punto referenciar 
cómo países de la América Latina han implementado sistemas de inspección y 
vigilancia. La razón por la cual se circunscribe el recuento a este continente radica 
en lo ya expuesto: en los países europeos y en Norteamérica la figura del control 
administrativo a la educación superior o es inexistente, o tiene una connotación 
diferente. 
En Argentina el ámbito educativo está regido por la Ley Federal de 
Educación42 y la máxima autoridad es el Ministerio de Cultura y Educación, un 
organismo centralizado responsable de todo el tema universitario y, por supuesto, 
de la inspección y vigilancia de la calidad de la educación cuya función ejerce, 
parcialmente, a través de la Secretaría de Políticas Universitarias cuya 
responsabilidad es “evaluar, supervisar y apoyar el cumplimiento de la legislación y 
normatividad referida al sistema estatal y privado”43.  
No obstante, la importancia de esta entidad en el diseño de políticas de 
fomento, seguimiento y evaluación de las entidades universitarias hay un organismo 
con el poder de inspección y vigilancia actuante que es la Comisión Nacional de 
                                            
42 ARGENTINA. Congreso de la Nación. Ley Federal de Educación N.º 24.195. [En línea] [23 de 
septiembre de 2017]. Disponible en: https://www.educ.ar/recursos/90044/ley-federal-de-educacion-
n-24195-de-la-republica-argentina 
43 ARGENTINA. Ministerio de Cultura y Educación. Decreto 506 de 1993, anexo 1 b. [En línea] [23 




Acreditación Universitaria, CONEAU, que dentro de sus responsabilidades 
administrativas tiene la inspección y valoración de las universidades en todo lo 
relativo a la oferta pedagógica. “La CONEAU, tiene a su cargo la evaluación 
institucional de todas las universidades nacionales, provinciales y privadas. Posee 
también la función de dictaminar sobre el reconocimiento de entidades privadas de 
evaluación y acreditación universitaria”44.  
Sin embargo, administrativamente hay una limitante y es que únicamente el 
Congreso de la Nación tiene las facultades legales para intervenir en una entidad 
de educación superior y tan sólo excepcionalmente podrá hacerlo el ejecutivo bajo 
motivación expresa de incumplimiento flagrante de la Ley o por alteración del orden 
público, situación ésta que igual requiere de orden judicial45. 
Los Estados Unidos Mexicanos, denominación legal del país que todos 
conocemos simplemente como México, delega el poder supervisor del ejecutivo 
sobre las entidades universitarias en la Secretaría de Educación, entidad de rango 
ministerial, que se halla sólo un escalón por debajo de la presidencia de la república.  
El sector educativo mexicano se halla regulado desde la Constitución 
nacional46 y en lo relativo a las funciones de control universitario encomendadas a 
                                            
44 CARDONA GARCÍA, Daniel, et al. Inspección y vigilancia de la educación superior en 
Latinoamérica. Bogotá, 2004, 47 p. Facultad de Ciencias Jurídicas. Pontificia Universidad Javeriana. 
45 ARGENTINA. Congreso de la Nación. Ley Federal de Educación N.º 24.195.art. 30 y 31. . [En 
línea] [23 de septiembre de 2017]. Disponible en: https://www.educ.ar/recursos/90044/ley-federal-
de-educacion-n-24195-de-la-republica-argentina 
46 ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Constitución Política. Art. 3. [En línea]. [23 de septiembre de 
2017]. Disponible en: http://www.ordenjuridico.gob.mx/Constitucion/cn16.pdf 
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la secretaria de educación éstas se hallan contenidas en la Ley de control orgánico 
que ordena explícitamente la supervisión y vigilancia47 a todas las entidades que 
presten servicios educativos en cualquier nivel, incluido, claro está, el universitario. 
El proceso en México tiene una particularidad y es que los organismos 
encargados de inspeccionar y vigilar a las instituciones de educación superior 
también deben someterse a procesos administrativos de inspección y vigilancia 
para responder por presuntos actos indebidos en su ejercicio de control, aunque 
existe el caso particular de la Universidad Autónoma de México, UNAM, que 
haciendo honor a su nombre tiene tal grado de autonomía financiera que puede 
recibir recursos de terceros, privados o públicos, sin que éstos puedan decidir sobre 
el uso de los mismos ni mucho menos controlar su destino; tan sólo pueden esperar 
a que la institución los invite a un consenso de manera unilateral48. 
En Brasil, un país organizado por Estados federalizados con límites 
administrativos marcados por la Constitución49, la Unión, es decir, la soberanía del 
poder nacional, “tiene la misión de autorizar, reconocer, acreditar, supervisar y 
                                            
47 ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Ley orgánica de la administración pública federal. [En línea]. 
[23 de septiembre de 2017]. Disponible en: 
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/153_190517.pdf 
48 RINCÓN, Jimena, et al. Enfoque de la autonomía universitaria frente a la reforma de la educación 
superior. Universidad Colegio Mayor de Nuestra Señora del Rosario. Facultad de Jurisprudencia. 
Foros sobre la Reforma a la Educación Superior. Tercer Foro: Alcance de una reforma de cara a las 
necesidades del país. Disponible en: 
http://www.urosario.edu.co/Subsitio/foroseducacionsuperior/Documentos/ponencias/PonenciaDiego
Bohorquez.pdf 
49 BRASIL. Constitución de la República Federativa del Brasil, 1988. [En línea]. [23 de septiembre 
de 2017]. Disponible en: http://pdba.georgetown.edu/Constitutions/Brazil/esp88.html 
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evaluar respectivamente los cursos de las instituciones de educación superior50” 
según mandato de la Ley denominada de directrices y bases para la educación. 
En orden de jerarquía de inspección y vigilancia está el Ministerio de 
Educación del cual depende, a su vez,  el Consejo Nacional de Acreditación que es 
un órgano asesor del ejecutivo en política pública educativa y quien es la cabeza de 
control de la secretaría ejecutiva, un órgano macro, ejecutor de toda la acción 
gubernativa y que tiene a su vez, para el tema que nos atañe, una dependiente 
directa que es la Secretaría de Educación Superior quien propiamente es quien 
tiene contacto directo con las entidades universitarias para asuntos de directrices, 
información, vigilancia y control.  
Por ser una Federación muy extensa, en Brasil los Estados tienen a su vez 
la responsabilidad local que le asigna la Ley al ejecutivo central, y está 
expresamente consignada en la ya citada Ley rectora del sector educativo51. No 
existe en la legislación brasileña un grupo de sanciones extremas a los planteles 
universitarios –como el cierre de claustros o de programas- y las administraciones, 
la nacional y las locales, se remiten a multar y reconvenir a sus directivos sin que la 
autonomía de que gozan se vea seriamente afectada.  
                                            
50 BRASIL. Ley No. 9.394/1996. Directrices base de la Educación Nacional, 1996, numerales 7 y 9. 
[En línea]. [23 de septiembre de 2017]. http://www.sipi.siteal.iipe.unesco.org/normativas/39/ley-
ndeg-93941996-directrices-base-de-la-educacion-nacional 
51 Ibid., art. 10. 
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En Costa Rica no se habla jurídicamente de autonomía como tal, sino que la 
Constitución reconoce la independencia de las instituciones universitarias para 
gobernarse y ofrecer sus proyectos educativos52 y les garantiza la libertad de 
cátedra en todos sus programas53, aparte de que les ofrece estímulo económico a 
las iniciativas privadas en la materia. 
La mayor particularidad de la legislación costarricense radica en que tiene un 
organismo de ordenación administrativa exclusivo para las instituciones no 
estatales, que es el Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada 
CONESUP “órgano adscrito al Ministerio de Educación Pública, encargado de 
regular y fiscalizar a las Universidades Privadas, al cual por mandato legal le 
corresponde”54.   
El CONESUP es una entidad con poder administrativo de inspección, 
vigilancia y sanción. Como ejemplificación de lo anterior se recuerda un hecho 
reciente con mucha réplica mediática y fue el cierre de una universidad manejada 
por un ex diputado, que fue denunciada por irregularidades diversas como recibir 
estudiantes sin título secundario y hasta algunas de carácter penal, como lo fue el 
de cobrar por la expedición de títulos55.  
                                            
52 COSTA RICA. Constitución Política de Costa Rica de 1949. Art. 84. [En línea]. [13 de julio de 
2017]. Disponible en: http://pdba.georgetown.edu/Parties/CostaRica/Leyes/constitucion.pdf 
53 Ibid., art. 87. 
54 GOBIERNO DE COSTA RICA. Conesup. [En línea]. [13 de julio de 2017]. Disponible en: 
http://www.mep.go.cr/conesup 
55 CERDAS, Daniela. Periódico La Nación, 7 de junio de 2017. [En línea]. [13 de julio de 2017]. 
Disponible en: http://www.nacion.com/etiqueta/universidad_cristiana_del_sur/ 
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A su vez, las instituciones universitarias estatales tienen un órgano rector que 
es el CONARE56, un Consejo Nacional de Rectores de quien dependen la instancia 
ejecutora de política pública educativa denominada OPES, es decir, la oficina 
planeadora de la educación superior quien cumple las veces de secretaría del 
órgano máximo. 
 En Venezuela, el Presidente es la autoridad máxima de inspección y 
vigilancia del sector universitario, seguido del vicepresidente que en esa nación 
ostenta la particularidad de ser Ejecutivo, es decir, se le asignan funciones de 
acción, muy diferente a otras repúblicas donde este funcionario es cuestionado por 
su carencia de las mismas.  
2.2. INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL EN LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA EDUCATIVA 
A nivel administrativo son los ministros quienes deben ejecutar la política 
pública de inspección y control, tal como se lo instruye en la legislación vigente 
donde expresamente se les encomienda en su accionar administrativo que lo 
ejerzan “con base en los principios de economía, celeridad, simplicidad, rendición 
de cuentas, eficacia, eficiencia, proporcionalidad, oportunidad, objetividad, 
imparcialidad, participación, honestidad, accesibilidad, uniformidad, modernidad, 
                                            
56 CONARE. [En línea]. [13 de julio de 2013]. Disponible en: https://www.conare.ac.cr/  
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transparencia, buena fe, paralelismo de la forma y responsabilidad en el ejercicio de 
la misma” 57. 
Esta Ley, en lo relativo a las universidades, debe cumplir el mandato 
constitucional que en materia de educación superior ordena la inspección y 
supervisión de los entes prestadores de este servicio educativo58, independiente de 
si son oficiales o privadas, sin importar que gocen de la autonomía gubernativa y 
académica59, pues ésta queda sujeta también a las disposiciones de las autoridades 
de control. 
El Consejo Nacional de Universidades es la entidad que tiene la 
responsabilidad de ejecutar la política pública en materia de educación superior y 
tiene facultades para expedir normatividad tanto en lo financiero como en lo 
propiamente administrativo, mediante disposición legal60. A pesar de la 
normatividad, más de 30 años después de la Ley de universidades varios analistas 
creen que no se cumple mayormente lo estipulado en ella, sobre todo en materia de 
vigilancia a la calidad de la educación superior en el país61.  
                                            
57 REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA. Ley orgánica de administración pública, art. 10. 
[En línea]. [23 de septiembre de 2017]. Disponible en: http://www.conatel.gob.ve/wp-
content/uploads/2015/02/Ley-Org%C3%A1nica-de-Administraci%C3%B3n-P%C3%BAblica.pdf 
58 REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA. Constitución Política. 1999. Art. 106. [En línea]. [23 
de septiembre de 2017]. Disponible en: 
http://pdba.georgetown.edu/Constitutions/Venezuela/ven1999.html 
59 Ibid., Art. 109. 
60 REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA. Ley de universidades. Art. 20. [En línea]. [23 de 
septiembre de 2017]. Disponible en: 
http://www.ucv.ve/fileadmin/user_upload/comision_electoral/Normativa_legal/index.htm 
61 CARDONA GARCÍA, Daniel, et al. op. cit. p.31. 
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Se tomaron ejemplos de estos países por ser significativos en sus diferencias 
y aportar valores jurídicos a la comparación doctrinal y académica.  La Constitución 
de Colombia avala la autonomía universitaria y es contundente en plasmar el 
derecho que adquieren de designar sus directivos y gobernarse por sus propias 
disposiciones. Pero adoptada la soberanía administrativa, académica y financiera 
de las instituciones de educación superior, sobrevino luego la Ley que nos ocupa, 
donde se limita, potencialmente, esa potestad en aras presuntamente de que el 
Estado tenga herramientas efectivas  para asegurar la calidad y el cumplimiento de 
las ofertas hechas por aquéllas. Allí está el epicentro de la contienda filosófica y 
jurídica entre la autonomía universitaria y la inspección y vigilancia estatal: 
El conflicto puede surgir cuando la misma Constitución le otorga al Ejecutivo el poder 
de "inspección y vigilancia". Las Leyes que sobre educación universitaria han 
desarrollado, con el laudable objetivo de propender por la calidad, permiten al 
Ministerio de Educación intervenir en la aprobación de programas, hacer exigencias 
sobre la estructura de las mismas y aun, alegando "pertinencia", negarlas o aplazar 
su autorización 62. 
Como es evidente que hay una contradicción, para algunos, y un desarrollo 
ajustado a la Constitución, para otros, se analizará a continuación el tema de la 
naturaleza y los alcances que tiene para la legislación colombiana, y para la 
administración pública educativa, el tema relativo a inspección y vigilancia. 
Ante todo, se debe remitir al concepto contemporáneo de Estado63 que más 
allá de las definiciones excelsas de filósofos y eruditos plantea una institución de 
                                            
62 ISAZA, José Fernando. op. cit.  
63 LÓPEZ y FARINATTI. Teoría del Estado. Resumen sobre el Estado Contemporáneo. [En línea]. 
[11 de julio de 2017]. Disponible en 
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factor exclusivo en cuanto al control sobre una sociedad constituida en un país, 
nación, o república, con exclusividad en la expedición de Leyes, en instituir a 
quienes las harán cumplir y en escoger a quienes ejecutarán los postulados 
constitutivos respectivos.  
Jiménez y Ramírez han aterrizado el concepto a la propia nación colombiana 
y han aportado una definición pragmática desde los postulados de la administración 
pública donde Estado significa “dominio sobre un territorio y su población… es 
excluyente y no comparte la simultaneidad del control; el imperium, la soberanía, 
implican la facultad de imponer mandatos y disposiciones dentro de un marco 
espacial al que están adscritas, las personas que viven allí”64. 
Inspeccionar, vigilar y controlar son tres de las funciones públicas que el 
Estado se arroga para ejercer el control sobre cualquier aspecto que la Constitución 
le indique, como en el caso que nos atañe, la educación superior. Estas funciones 
deben entenderse a la luz de los postulados actuales sobre política pública dentro 
de los cuales, como referente preciso al tema educativo, reseñamos el de William 
Jiménez quien aporta esta disertación: 
La acción pública está encuadrada dentro de un Estado de derecho en el cual, de 
alguna manera se “juridifica” la vida social, en primer lugar, adoptando una 
Constitución que limite el poder público y someta a sus autoridades al “imperio de la 
Ley”; en segundo lugar, otorgando la carta de derechos y libertades ciudadanas, y 
                                            
http://www.altillo.com/examenes/uba/derecho/teorestado/teorestado2009resestadocontemporaneo.
asp 
64 JIMÉNEZ BENÍTEZ, William Guillermo y RAMÍREZ FAJARDO, César Alejandro. Políticas 
Públicas. Programa Administración Pública Territorial. Bogotá: Escuela Superior de Administración 
Pública, ESAP.2008. p17. 
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en tercer lugar, desarrollando un ordenamiento normativo positivo compuesto de un 
conjunto de normas (Leyes, decretos, resoluciones, tratados internacionales, etc.) 
coherentes, armónicas y jerárquicas entre sí, que forman un sistema unitario65. 
La concepción de Estado con el monopolio de la Ley y de sus 
reglamentaciones, ubica a la inspección, el control y la vigilancia como acciones 
fundamentales en la misión de velar por el correcto funcionamiento de procesos 
que, como el educativo universitario, gozan de protección tanto al prestador del 
servicio como al usuario.  
La Ley de Inspección y Vigilancia de la Educación Superior o Ley 1740 de 
2014 fue sancionada en un contorno social agitado por el descalabro académico, 
financiero y administrativo de varias instituciones de educación superior, algunas de 
ellas con bastante trayectoria, tradición y renombre como la Fundación San Martín, 
entidad que para la época contaba con 18.000 estudiantes a nivel nacional y más 
de 4000 empleados66. El espíritu y la trascendencia de esta legislación, ha formado 
numerosas tendencias de opinión entre juristas, académicos, directivos, 
estudiantes, políticos y ciudadanos en general, divididos total o parcialmente entre 
quienes consideran que es violatoria de la autonomía universitaria y quienes la 
consideran necesaria para la buena marcha de las universidades y centros de 
formación superiores. 
                                            
65 JIMÉNEZ BENÍTEZ, William Guillermo. Políticas públicas, normas jurídicas y papel de los jueces. 
XVII Congreso Internacional del CLAD sobre la Reforma del Estado y de la Administración Pública, 
Cartagena, Colombia, 30 oct. - 2 nov. 2012. 
66 SEMANA. Los inmensos líos de la Universidad San Martín. En. Revista Semana. Octubre 25, 




En el desarrollo legislativo, el Estado colombiano ha descuidado en 
ocasiones sus mecanismos de inspeccionar, vigilar y controlar aquellos procesos 
que involucren peligro general, o sea, que potencialmente afecten a usuarios de 
servicios fundamentales o a personas jurídicas, o a grupos comunitarios, en 
especial los que son declarados como vulnerables. Ocurrió con la Ley 30 de 1992. 
Sin embargo, esas funciones administrativas representan una obligación 
constitucional que muchos analistas ven como algo muy loable y democrático, pero 
a su vez, otros ven, en su raíz conceptual, la delimitación del libre accionar bien sea 
de hombres o de mujeres, o de instituciones, lo que de plano es controversial desde 
las garantías constitucionales. 
Es preciso, de antemano, diferenciar esta función de inspección, vigilancia y 
control de otras áreas fiscalizadoras, como lo analiza la catedrática Martha Espinosa 
de Martínez:  
Desde el punto de vista administrativo es necesario diferenciar los objetivos, 
finalidades y efectos de la vigilancia y control, para separarlo de lo que corresponde 
al campo del derecho Penal, del cual, si bien ha tomado en su desarrollo normativo 
algunos principios y procedimientos, requiere diferenciarse. Igual sucede con el 
Derecho Disciplinario; este aspecto es importante sobre todo para que los 
funcionarios encargados de aplicarlo no cometan equivocaciones, cuyos efectos 
terminen afectando a la sociedad que se pretende proteger67.  
Queda totalmente claro que el tema de inspección, vigilancia y control se 
inscribe en el ámbito del derecho administrativo y en manera alguna no debe 
confundirse con las áreas disciplinarias o penales. Lo que también es pertinente 
                                            
67 ESPINOSA DE MARTÍNEZ, Martha. Inspección y vigilancia en el proyecto de reforma a la 
educación superior. En: Pensamiento Jurídico, No.31. (agosto, 2011). p. 15-42. 
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afirmar es que, si en el transcurso de la inspección el funcionario administrativo 
evidencia situaciones que deban ir al Ministerio Público o a la Fiscalía General de 
la Nación, es su obligación legal remitirlas a dichos entes de control. 
En el caso de las irregularidades halladas en algunas instituciones 
universitarias, sus directivos han tenido que responder ante los jueces y algunos 
han sido privados de su libertad. En las universidades públicas, es bueno recordar 
que la Procuraduría General de la Nación tiene factor preferente para disciplinar, 
así existan organismos regionales como las Personerías. 
En un Estado de Derecho como Colombia, la limitación a emprendimientos 
personales o corporativos, así como al modo autónomo de desarrollarlos, requiere 
que en la Constitución se hayan plasmado con claridad los ámbitos que serán 
vigilados. Por este motivo en la norma suprema del 91 quedó explícito lo que es 
objeto de inspección y la educación quedó como uno de ellos.  
Paralelo a la inspección está la vigilancia que, esencialmente, no tiene 
relación con la ejercida sobre otras actividades como el comercio, los bancos, o las 
entidades del sector salud. El constituyente, al instituir las responsabilidades del 
Ejecutivo en su cabeza mayor, le fijó la de efectuar la inspección y vigilancia de la 
educación con un aditamento de lenguaje que parece anacrónico, pero que en el 
tema controversial que nos ocupa cobra un inusitado sentido y es que afirma el texto 
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que será “suprema” esa labor, lo que le imprime un tinte autoritario68 que, de golpe, 
sacude el espíritu demócrata de toda la Constitución. 
Es pertinente acotar en este punto, que la educación tiene el rango de 
servicio público y le corresponde al Estado la regulación y el control69, y 
concretamente, en cabeza del Presidente está consignada la inspección y 
vigilancia, que por obvias razones ejerce a través de su delegado natural el Ministro 
de Educación y, para ser más precisos en la disposición actual, en el Viceministro 
de la educación superior. 
Es imperativo, en consecuencia, que la inspección y vigilancia deba 
enmarcarse dentro del más estricto espíritu constitucional y acorde a las normas y 
a las herramientas puntuales que para tal fin determinen las Leyes reglamentarias70, 
que por demás, hallan una demarcación en la autonomía constitucionalmente 
garantizada a las entidades de educación superior, no sólo para reglamentarse sino 
para cumplir con sus fines misionales en beneficio de toda el sistema educativo y 
de los estudiantes, protegidos a su vez, como quiera que acceden a un derecho 
fundamental.  
En el análisis puntual de inspección y vigilancia, la decisión de la alta Corte 
Constitucional ha finiquitado que es una cuestión relativa a “la organización de la 
                                            
68 Ibid. 
69 COLOMBIA. Constitución Política. 1991. Art. 365. 
70 Ibid., Art. 150, numeral 8 
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administración, los principios y finalidades de la función administrativa”71 y por ello 
obedece ajustadamente a la Ley, más aún cuando el elemento substancial se 
localiza en el paradigma de la reserva legal. Taxativamente, el alto tribunal 
sentenció que el oficio central de inspección y vigilancia es, fundamentalmente, un 
acto de control, que tiene un origen en la carta refundacional de Colombia en 1991 
y un cimiento reglamentario, en vista de que su acción únicamente es viable 
administrativamente, cuando la Constitución lo establece y con base en los 
lineamientos y discreciones ordinarias explícitas anticipadamente por el Congreso 
de la República.  El control existe para que el ciudadano o el ente controlado se 
ajusten a la Ley, no para que transformen su libre conformación como personas 
naturales o jurídicas. 
Sin embargo, a pesar de la posición de las universidades y de algunos 
eruditos de la academia jurisprudencial en contra de la inspección, la vigilancia y el 
control, la Ley 1740 del 2014 ya pasó un examen jurisprudencial en la Corte 
Constitucional y su vigencia es plena, con aceptación de amplios sectores de la 
sociedad, sobre todo de estudiantes, padres y madres de familia, y líderes de 
opinión72. 
                                            
71 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 489 de 1998. Por la cual se dictan normas sobre la 
organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones, 
principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones previstas en los numerales 15 y 
16 del artículo 189 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones. 




La inspección y vigilancia la ejerció el Estado colombiano sobre la educación 
superior antes de la Ley 30 del 92, por medio del antiguo ICFES que ahora ya no 
tiene funciones de control73 y que entonces tenía potestades que esta Ley 1740 del 
2014 ha rescatado con nueva fachada y ha adicionado otros mecanismos acordes 
con las realidades actuales, fundamentalmente los que apuntan a resolver los temas 
álgidos que degeneraron en abusos amparados en la autonomía universitaria.  
La distribución de funciones de la Ley 30 de 199274 opera básicamente en 
dirección a la autonomía universitaria, la autoevaluación institucional, la acreditación 
facultativa de cada entidad, el sistema de información, y por supuesto, la inspección 
y vigilancia a cargo del Estado que pretende que el servicio que suministran las 
universidades sea  pulcro, eficiente y se rija por estándares de calidad.  
Mediante el Decreto 698 de 1993, el Jefe de Estado, en ejercicio de las 
potestades que le da la Constitución y la Ley, “en especial las consagradas en los 
artículos 67 y 189 numerales 21, 22 y 26 de la Constitución Política, y el artículo 33 
de la Ley 30 de 1992, delegó en la Ministra de Educación Nacional las funciones de 
inspección y vigilancia de la educación superior”75. En lo operativo ya hemos 
                                            
73 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 1324 de 2009. Por la cual se fijan parámetros y 
criterios para organizar el sistema de evaluación de resultados de la calidad de la educación, se 
dictan normas para el fomento de una cultura de la evaluación, en procura de facilitar la inspección 
y vigilancia del Estado y se transforma el ICFES. 
74 ESPINOSA DE MARTÍNEZ, Martha. Política Universitaria en Colombia. La Política de Inspección 
y vigilancia a las Instituciones de Educación Superior periodo 1992-2000. Trabajo de grado para 
aspirar al título de Maestría en Ciencia Política, Bogotá, Universidad Nacional de Colombia, 2008. 
75 COLOMBIA. Presidencia de la República. Decreto 698 de 1993. Por el cual se delega la inspección 
y vigilancia de la Educación Superior. 
 58 
 
afirmado que es el Viceministerio de la Educación Superior el que actúa 
directamente. 
La inspección, la vigilancia y el control no fueron elementos centrales de la 
Ley 30 del 92 que precisamente se conoce por dotar de gran autonomía a las 
instituciones universitarias y ante las crisis que motivaron la expedición de la nueva 
legislación de 2014, algunos analistas creen que ahí radicó la carencia de aquélla76.   
Algunas de las instituciones universitarias cuestionadas desde la década de los 90 
siguieron funcionando a pesar del monitoreo y de los bloqueos a programas y sedes 
de extensión y todavía aparecen con registro oficial a pesar de conformar una lista 
de instituciones sometidas a control exhaustivo77. 
La Ley 1740 de 2014 y su reglamentación llevan sólo tres y dos años de 
vigencia respectivamente, pero ya es tiempo de iniciar las evaluaciones respectivas 
a su génesis y a sus resultados en el mejoramiento o en la decadencia de la calidad 
de prestación del servicio público de educación superior prestado por instituciones 
privadas o estatales. 
 
                                            
76 SANTANA, Raúl y LOZANO, Humberto. La inspección y vigilancia de la educación superior no es 
sinónimo de vulneración a la autonomía universitaria. [En línea]. [21 de agosto de 2017]. Disponible 
en: http://repository.usta.edu.co/bitstream/handle/11634/2302/santanaraul2016.pdf?sequence=1 






3. LA FUNCIÓN DE INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL EN EL 
ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO 
 
3.1.ANTECEDENTES, NECESIDADES Y CONFLICTOS. 
Para abordar el tema de inspección, vigilancia y control en el sector educativo 
superior, se debe dar por sentado, como conducta de entrada conceptual, que 
Colombia es un Estado de Derecho, regido por una Constitución que se dieron 
libremente los ciudadanos “lo cual implica que sus autoridades, disposiciones y 
procedimientos están regulados por normas jurídicas”78.  
Hay una serie de atribuciones que le permiten a la Administración Pública 
avanzar en la observancia de sus fines y cometidos y que se hallan en la autoridad 
que le ha conferido la Constitución Política y sus respectivas reglamentaciones para 
inspeccionar, vigilar y sancionar. Este poderío legal se despliega y se plasma por 
medio de ordenamientos administrativos, que buscan en diferentes campos de la 
actividad nacional prevenir irregularidades que pongan en riesgo a los ciudadanos 
frente a la acción de agentes privados o públicos, en áreas sensibles como la 
economía, la salud y la educación. 
En términos de lógica jurídica, se inspecciona y vigila con un fin ulterior, que 
muchas veces se disimula en la acción preventiva, y es el de sancionar cuando no 
se han cumplido las normas estipuladas en la Ley para el sector respectivo. El poder 
                                            
78 JIMÉNEZ BENÍTEZ, op. cit. p.19. 
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sancionador no es desplegado únicamente por los servidores públicos de la rama 
judicial, sino, además, por otros funcionarios administrativos que tienen asignada la 
potestad de inquirir y aplicar sanciones con el propósito de garantizar la marcha 
conveniente de entidades tanto del Estado como particulares; yendo más allá en las 
atribuciones de la Constitución y de las Leyes respectivas, hay personal que no 
forma parte de la nómina estatal que puede sancionar legalmente como es el caso 
de los más de veinte tribunales de ética profesional autorizados en el país79.  
Estas atribuciones dadas a funcionarios públicos y particulares han sido 
avaladas por la alta Corte de asuntos constitucionales quien aparte de reconocer el 
rango legal de estos poderes de inspección, vigilancia y control, ha recordado que 
de llegarse a sancionarse a un ciudadano por una entidad particular -gremio de 
arquitectos, por ejemplo- o pública, como una Superintendencia, deberá procederse 
en respeto al debido proceso constitucional.   
El máximo tribunal para esta materia definió que la acción sancionadora 
desde lo administrativo debe estar enmarcada dentro de unos postulados que 
básicamente son: 
 Persigue la realización de los principios constitucionales que gobiernan la función 
pública, de conformidad con el artículo 209 de la Carta Política, esto es, igualdad, 
moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. 
                                            




 Se diferencia de la potestad sancionadora por la vía judicial.  
 Se encuentra sujeta al control judicial.  
 Debe cumplir con las garantías mínimas del debido proceso80. 
Este mando que detenta la Administración Pública ha aparecido con un 
énfasis mayúsculo a partir de la norma suprema de 1991, pues los trabajos 
habituales que existían bajo responsabilidad de aquélla se percibieron desde la 
nueva Constitución como un árbol de muchas ramas extendidas a otros perímetros, 
“como la planeación, la intervención en la economía, la redistribución del ingreso, la 
efectividad de los derechos fundamentales, la protección del medio ambiente, 
etc.”81. 
En la formulación de la legislación colombiana no siempre se ha sido explícito 
al hablar de inspección, vigilancia y control, pero en la práctica jurisprudencial sí se 
han diseñado, redactado y expedido nomas que apuntan en ese sentido como la 
Ley 222 de 1995 relativa a las responsabilidades de la Superintendencia de 
Sociedades82 y la Ley 1122 de 2007 que atañe a las funciones de observancia de 
                                            
80 COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia C-506 de 2002. Magistrado Ponente: Marco Gerardo 
Monroy Cabra. 
81 SUÁREZ, David, MEJÍA, Paulina y RESTREPO, Laura. Procedimientos administrativos 
sancionatorios Inventario normativo y de las sentencias de la Corte Constitucional de Colombia. En. 
Opinión Jurídica. Vol. 13, núm. 25 (2014).  
82 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 222 de 1995. Por la cual se modifica el Libro II del 




la Superintendencia Nacional de Salud83. La 1493 de 201184 que aborda los 
confines interventores de la Dirección Nacional de Derechos de Autor, sí es taxativa 
en cuanto a inspección, vigilancia y control al igual que la Ley 1740 de 2014, ámbito 
central de este trabajo.  
Las actuaciones de inspección, vigilancia y control de entidades o sujetos de 
naturaleza jurídica privada son, en esencia, signos de intrusión del Estado que 
comportan limitaciones significativas a la acción autónoma del desempeño privado, 
al derecho que les asiste a los ciudadanos de asociarse y a la discreción referente 
a todo tipo de datos privados85, entre otras garantías básicas. 
El espíritu de las restricciones a estas actividades, y a otras que escapan al 
objetivo de este estudio, está inmerso en la presunción de constituyentes y 
legisladores de que, sin un control vigilante del Estado, los particulares que 
emprenden actividades donde pueden afectar sensiblemente a los ciudadanos en 
sus derechos fundamentales terminan abusando del principio de autonomía que 
garantiza la Constitución.  
                                            
83 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 1122 de 2007. Por la cual se modifica el Libro II del 
Código de Comercio, se expide un nuevo régimen de procesos concursales y se dictan otras 
disposiciones. Por la cual se hacen algunas modificaciones en el Sistema General de Seguridad 
Social en Salud y se dictan otras disposiciones. 
84 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 1493 de 2011. Por la cual se toman medidas para 
formalizar el sector del espectáculo público de las artes escénicas, se otorgan competencias de 
inspección, vigilancia y control sobre las sociedades de gestión colectiva y se dictan otras 
disposiciones. 
85 COLOMBIA. Constitución Política. Arts. 16 y 333, 38 y 15 respectivamente. 
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Conjuntamente, como dichos desempeños administrativos y, especialmente, 
el de control, regularmente marchan acompañados de una autoridad sancionatoria 
que les certifica la validez, se mezclan otros requisitos constitucionales que atañen, 
por ejemplo, al debido proceso y al principio de legalidad que respalda las 
sanciones86. Estos preceptos resisten el requerimiento de la norma suprema que 
ordena que sea el Congreso, en cuidado de los fundamentos de supremacía 
democrática del pueblo, quien precise los temas y situaciones en que son 
pertinentes las intervenciones vigilantes de los agentes estatales. 
La Constitución le asignó al Ejecutivo responsabilidades de inspección, 
control y vigilancia sobre el sector educación, el financiero, el bursátil y asegurador, 
el cooperativo y comercial, el de servicios públicos domiciliarios y los llamados 
establecimientos de utilidad común87. No obstante que la norma suprema no dice 
que estas funciones requieran de Ley, esa pretensión se desglosa claramente en 
su artículo 150 que reza que al Congreso le es menester “expedir las normas a las 
cuales debe sujetarse el gobierno para el ejercicio de las funciones de inspección y 
vigilancia que señala la Constitución”88.   
El Ejecutivo no puede fijarse a sí mismo, bajo ninguna figura jurídica o 
administrativa, desempeños de inspección, control y vigilancia, ya que es función 
exclusiva e ineludible del Congreso de la República.  
                                            
86 Ibid., art. 29 
87 Ibid., art. 189, numerales 21, 22, 24 y 26 respectivamente. 





3.2.DECRETO 80 DE 1980 
En el inicio de la década de los 80, el gobierno de Julio César Turbay Ayala 
enfrentaba una gran controversia social, política y jurídica al haber implementado, 
a la luz del antiguo estado de sitio, una norma conocida como estatuto de 
seguridad89 con el fin supuesto de combatir a los grupos insurgentes colombianos, 
en especial al M-19, guerrilla urbana que nació, según sus postulados, el 19 de abril 
de 1970 día de las elecciones presidenciales donde el candidato Rojas Pinilla, de 
amplio favoritismo popular, fue derrotado en extrañas circunstancias por Misael 
Pastrana, presunto fraude90 que motivó el alzamiento en armas de este grupo.  
En ese ambiente se promulgó el Decreto 80, con fuerza de Ley, de 198091 
con el fin de reestructurar la educación superior en el país, bajo facultades que el 
legislativo le confirió al ejecutivo para regular todo el tema educativo incluida la 
educación superior y los regímenes que cobijarían a los profesores de los diversos 
niveles. Aparte de reconocer su carácter de servicio público con la posibilidad de 
                                            
89 JIMÉNEZ, Catalina. Aplicación e instrumentalización de la doctrina de seguridad nacional en 
Colombia (1978-1982): efectos en materia de derechos humanos. En: Colección, No. 20, 2009, pp. 
75-105  
90 ROSALES, Samuel. Aquel 19 de abril de 1970. Columnas de Opinión. El Heraldo, Barranquilla, 
24 de mayo de 2014. Disponible en: https://www.elheraldo.co/columnas-de-opinion/aquel-19-de-
abril-de-1970-153531 
91 COLOMBIA. Ministerio de Educación Nacional. Ley 80 de 1980. Por el cual se organiza el sistema 
de educación postsecundaria. 
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ser prestado por particulares bajo autorización expresa, promueve un nacionalismo 
cultural con énfasis en los “recursos naturales para adecuarlos a la satisfacción de 
las necesidades humanas”92.  
En términos de inspección, vigilancia y control Henry Bocanegra Acosta 
afirma que se delegó al antiguo ICFES las “facultades para intervenir en la dirección 
académica de las universidades: otorgamiento de licencias, formulación y 
evaluación de planes y programas, autorización de costo de matrículas y cupos.93”  
La política pública, en consecuencia, decidió que fuese el ICFES el 
organismo que inspeccionara la calidad y los procedimientos administrativos y 
académicos de las universidades, lo que caracteriza a este período como aquel en 
que se “institucionaliza el control y vigilancia y se inicia la evaluación periódica de 
instituciones reafirmándose la investigación como actividad de la educación 
superior”94. 
En este decreto con rango de Ley se instituyen los deberes de las 
corporaciones de educación superior y se precisan las funciones del ICFES en su 
labor de inspección y vigilancia. La autoridad de las universidades se aglutina en el 
rector y los consejos superiores que vienen a ser asesores de alto rango. Se postula 
                                            
92 Ibid., art. 3. 
93 BOCANEGRA ACOSTA, Henry. Las reformas legales a la universidad en Colombia. Los síntomas 
de una crisis permanente y la continuidad de una política. En: Verba Iuris. (Enero – Junio). 2011. 
94 IESALC – UNESCO. La educación superior en Colombia, informe. ICFES-MEN. Bogotá. 2002.  
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por primera vez la autofinanciación y se promueve implícitamente el crecimiento de 
las instituciones universitarias privadas95. 
No obstante, lo relevante en términos del análisis jurisprudencial y doctrinario 
de este decreto Ley es la concepción filosófica y programática que sustentó esta 
reforma y que no salió exactamente de una reunión de expertos colombianos. A 
finales de los años sesenta, el consultor y contratista norteamericano Rudolph 
Atcon, entonces adjunto al Departamento de Estado de Estados Unidos, trazó un 
piloto de instrucción educativa para el continente latinoamericano que, a pesar de 
tener un título formal, fue conocido en todos los países del área como el “Informe 
Atcon”96. 
Dentro de las muchas recomendaciones del asesor estadounidense está 
aquélla donde propone que para conseguir una efectiva autonomía universitaria es 
imperativo convertir a las universidades públicas en unas fundaciones privadas, 
pero financiadas parcialmente por inyecciones de capital público97.  
Sin embargo, esta autonomía propugnada por Atcon, sugería que los 
organismos estatales de educación sí deberían tener herramientas de intervención 
para cuando la autonomía se viera afectada, tanto por malos manejos, como por 
descontrol de sus entes directivos. Concretamente el informe propone que los 
                                            
95 IESALC – UNESCO. op. cit., p.11. 
96ATCON, Rudolph P. La Universidad Latinoamericana. Comisión de Reforma Universitaria, 
Ediciones del Congreso de la República, Caracas, 1971. 
97 Ibid., p. 162. 
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estudiantes reduzcan su participación radicalmente de los Consejos Académicos y 
Directivos y de ser posible, que no tuvieran representantes en los mismos, pues 
eran épocas de guerra fría y presencia de ideología revolucionaria en los claustros 
superiores de nuestro continente, y para el experto norteamericano era un riesgo 
implícito para su nación, y para las clases dirigentes de los países alineados con 
ésta, que jóvenes inquietos tuvieran injerencia en las políticas pedagógicas, 
administrativas y financieras de las instituciones universitarias98. 
Igual, la autonomía promulgada en el informe es tan sólo para que haya 
menos universidades públicas y más privadas, pero con fuerte presencia del Estado 
en sus ejecuciones y con poder para investigar, controlar y sancionar hasta el punto 
de suspender una carrera o cancelar una personería jurídica de una institución.  
El profesor emérito de la Universidad Nacional Horacio Torres Sánchez 
aporta claridad sobre la propuesta del consultor quien también era un emisario de 
la Alianza para el Progreso:  
 Atcon concibió la autonomía como privatización, porque garantizaba la total 
independencia frente al Estado. Pero tenía que resolver el problema de 
financiación y para ello propuso que la universidad fuera financiada por las 
empresas, por las fundaciones privadas y por las donaciones de millonarios 
filántropos99. 
                                            
98 Ibid., p. 99. 
99 TORRES SÁNCHEZ, Horacio. La reforma que marcó a las universidades colombianas. En: UN 





El informe en cuestión, que fue polémico pero decisivo en la reforma 
educativa universitaria de gran parte de la América Latina, tuvo su aterrizaje en la 
política pública colombiana en lo que se conoció como el Plan Básico, que al decir 
de Timaná Velásquez, citado por Bocanegra Acosta, tenía cuatro pilares que se 
resumen en limitaciones a la acción autonómica universitaria, mayor inspección de 
las instituciones universitarias públicas a través de entidades de control, 
legitimación de los representantes de centros educativos privados dentro los 
organismos de política pública educativa y gerencia empresarial para los 
establecimientos universitarios100. 
En un estudio muy elaborado de la época, el entonces Rector de la 
Universidad Nacional Felix Patiño, trazó los lineamientos de una modificación 
sustancial de la educación superior en el país, con su norte, con las sabidurías 
universales, la técnicas y métodos pedagógicos, la investigación y su sitio de honor 
en la cátedra universitaria, y otros temas relevantes como la administración eficaz, 
la financiación de la educación superior y el tema estudiantil con un detallado 
análisis sobre deserción101.  
Se trae a colación este informe del profesor Patiño, porque en opinión de 
algunos eruditos finalmente Colombia escogió un híbrido entre los fundamentos del 
documento Atcon y varias de las propuestas del ilustre maestro criollo102 quien 
                                            
100 BOCANEGRA ACOSTA, Henry, op. cit. p. 28. 
101 PATIÑO, Felix. “Hacia la universidad del desarrollo, bases de una política de reforma 
universitaria”. Imprenta Nacional, 1968. 
102 TORRES SÁNCHEZ, Horacio. op. cit. 
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planteó, de forma originaria, la investigación como sustento estructural de la 
universidad, contigua a los buenos maestros y a la extensión.  
Fuese como fuere, el decreto Ley 80 de 1980 estuvo precedido de 
investigación y consulta y lo que es fáctico más allá de lo interpretativo desde 
cualquier óptica, es que es un instrumento estatal que, dentro de muchas otras 
variables, estructuró un modelo de inspección, vigilancia y control que en esa área 
específica se mantuvo vigente aún después de la nueva Constitución colombiana 
del 91 y sólo fue perdiendo fuerza a partir de la Ley 30 del 92 y sin piso real desde 
2014 con la Ley 1740. 
El Decreto Ley 80 de 1980 reglamentó contextos significativos de la 
educación superior. Patricia Linares Prieto da cuenta de las falencias de esta 
reforma a pesar de las novedades que introdujo al sector educación: 
No obstante, esa normativa no resultó ser suficiente ni satisfizo las 
expectativas que imponía la dinámica en un país que, de manera tardía, se 
abría paso a la modernidad, razón por la cual se reclamaba con insistencia 
su reforma, la cual recogió las discusiones que por esa época se dieron en 
la materia103. 
Lo antepuesto simboliza que la transformación del decreto en una ley de 
autonomía se planeó durante toda la década de los ochenta, irónicamente, la que 
estaba marcada para trascenderlo. 
                                            
103 LINARES PRIETO, Patricia. Por una institucionalidad que garantice la autonomía universitaria. 




3.3.INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL EN LA LEY 30 DE 1992. 
La inclinación conceptual, filosófica, pedagógica y jurídica que se generó 
para transformar el régimen reinante y componente de la educación universitaria, 
así como el examen de lo planteado con ese objetivo y que respaldaría la siguiente 
Ley, en su accionar definitivo, se incluyó en la Constitución Política de 1991, lo cual 
enalteció a categoría de norma superior, el principio de la autonomía universitaria. 
Pero contrario a lo que podría pensarse por los tiempos similares entre la 
expedición de la nueva Constitución y la promulgación de la Ley 30 un año después, 
la legislación educativa de educación superior fue el fruto de análisis que venían 
desde la década anterior y que buscaban mejorar, transformar o eliminar aspectos 
del Decreto-Ley 80 del 80 y muchos de estos cambios coincidieron con el espíritu 
de la nueva norma de normas que rige en el país desde entonces; pero es 
desacertado afirmar que la Ley es consecuencia doctrinal de la constitución que 
recién se estrenaba en el principio de la década de los 90. 
Una prueba fehaciente se obtiene en lo que atañe al tema de la autonomía 
universitaria, donde desde esa época ya se explayaban contradicciones 
evidenciadas desde diversos sectores: 
En efecto, muchos de los contenidos de la citada Ley, por la cual se organizó el 
servicio público de la educación superior, no corresponden al mandato consagrado 
en el artículo 69 de la Constitución, que reivindica para las Universidades autonomía 
plena, disposición que las posesionó en el mismo nivel de otros organismos, también 
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autónomos dentro de la estructura del Estado, como el Banco de la República y la 
Comisión Nacional de Televisión104. 
La Ley 30 finalmente se abre camino, básicamente con la presión de las 
universidades grandes tanto públicas como privadas, que tenían en mente un 
objetivo preciso: delinear legalmente su propósito de autonomía, con la menor 
inspección, vigilancia y control posibles. 
El Presidente de la República posee la responsabilidad de ejecutar la 
suprema inspección y vigilancia de la educación superior, de acuerdo con la 
Constitución Política y la Ley 30 de 1992, obra que ha sido encomendada al 
Ministerio de Educación Nacional y que está encaminada a proteger las libertades 
de enseñanza, aprendizaje, investigación y cátedra. 
El proceso de inspección, vigilancia y control significa, para el espíritu de la 
Ley 30 del 92, cerciorarse por parte del Estado de que se efectúe y prevalezca, 
exhaustiva y completamente, la protección constitucional de la autonomía 
universitaria, así como dictaminar y promover procesos para vigorizar la 
investigación en las universidades, ofreciendo ciertas facilidades y apoyos para su 
desenvolvimiento. 
Desde el principio se nota el tono conciliador y poco interventor de esta Ley 
donde la protección a ultranza de la autonomía relegó esta función del ejecutivo a 
una serie de recomendaciones y de informaciones tanto a las entidades educativas 




como al público, extendiendo la autonomía a un nivel extremo donde el Estado hace 
una especie de profesión de fe con los entes educativos, quienes a su vez, se 
quitaron de encima el control, a veces inquisidor, del ICFES sin que se hubiera 
reemplazado su función, en la práctica, por otra  dependencia. 
Teóricamente, en la Ley 30 del 92 inspección, vigilancia y control forman 
parte de un proceso que propende por la eficacia académica y financiera de las 
universidades, así como por la observancia de sus objetivos, lo que se traduce en 
estar al tanto desde lo administrativo de la instrucción decorosa, erudita y con 
calidad de los usuarios del servicio de educación superior. El Ministerio de 
Educación acota, además, lo siguiente: 
En el caso de las instituciones privadas (constituidas como personas jurídicas de 
utilidad común), cuida que sus rentas se conserven y se apliquen debidamente y 
en el caso de las instituciones oficiales, trabaja porque atiendan su naturaleza de 
servicio público cultural y su función social y también para que se cumplan las 
disposiciones legales y estatutarias que las rigen”105. 
 
Es significativo que no se hable específicamente de la protección del 
estudiante, ni de su patrimonio, ni el de sus familias, que muchas veces se pone en 
riesgo para que éstos puedan acceder a una educación superior que presumen 
honesta y eficaz, y vigilada estrictamente por el Estado. Se habla de proteger las 
rentas de las instituciones porque suponen que son bienes colectivos sin ánimo de 
lucro y aunque jurídicamente lo son, la práctica ha demostrado que muchas tienen 
dueños y se manejan, inclusive, como un negocio comercial familiar, tema que se 
                                            




abordará más adelante. Aquí se reseña en función de mostrar la poca acción que 
dejó la Ley 30 del 92 al Estado en materia de inspección y vigilancia. 
La página web del Ministerio de Educación en el cuatrienio 1998-2002 intentó 
explicar este fenómeno de la siguiente manera, con testimonio del Ministro de la 
época: 
Se trata de un marco lo suficientemente amplio más no absoluto, puesto que la 
potestad que recae en las instituciones conlleva obligaciones. "Es un voto de 
confianza de la sociedad en las instituciones que implica reciprocidad en calidad y 
cumplimiento de la Ley", indicó Francisco José Lloreda Mera, Ministro de 
Educación. La autonomía es, al igual que la educación, un derecho-deber que 
conlleva responsabilidades que deben asumirse dentro de los límites previstos 
legalmente106. 
 
Es bajo ese argumento, sin duda, que hay que asumir la inspección y la 
vigilancia en el marco de la Ley 30 del 92. De hecho,  el rendimiento de cuentas, 
que es una labor administrativa casi de trámite, generaba en las directivas 
universitarias bastante molestia, lo que motivó un pronunciamiento vehemente pero 
vacío de poder por parte de la cartera de educación que se adelantó a precisar que  
“no son una violación de la autonomía, como algunos afirman, sino una expresión 
del esfuerzo responsable del Estado por cumplir con un mandato constitucional y 
de las instituciones por mostrar sus condiciones internas de operación”107. 
                                            





La inspección, la vigilancia y el control adquieren bajo la Ley 30 del 92 una 
fachada de fin altruista que propende por la disposición adecuada del servicio 
educativo, por los requerimientos propios del beneficio público y por la prerrogativa 
de derechos fundamentales que pueden verse afectados por la interpretación 
abusiva de la autonomía por parte de directivos de algunas instituciones de 
educación superior. “Es la manera –decía el MEN- de fomentar una educación 
superior responsable, en busca de la excelencia”108. 
Sin embargo, la realidad demostró resultados bien diferentes y la educación 
superior en el país, luego de dos décadas de la Ley 30, entró en una crisis que llevó 
a su modificación en 2014. ¿Por qué? Razones hay muchas, pero se abordarán las 
neurálgicas. La crisis mencionada fue la consecuencia de una macro dificultad 
imposible de ocultar a la opinión pública, no simplemente en lo que atañe a las 
universidades estatales al borde de la quiebra y desatendidas, sino, y lo que es más 
grave, en lo relativo a la educación privada, que reúne el mayor número de 
estudiantes en el país109.  
 El anhelo de escalar profesionalmente por medio de las sabidurías de la 
educación superior convirtió en una auténtica desazón integral para los usuarios del 
servicio, que deben sufragar costosos derechos por una instrucción muchas veces 
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deficiente, que en muchas instituciones se dio por falta de control fruto de la 
permisividad y falta de herramientas de inspección y vigilancia de la Ley 30 del 92 
Y es que la labor de inspección, vigilancia y control con base en la Ley 30 se 
desplegó fundamentalmente en el establecimiento de reglas que determinaban el 
interactuar de las universidades frente a las investigaciones administrativas110 
propias del control y que buscaban una explicación aceptable de las denuncias, con 
prioridad en el hallazgo de directivos comprometidos en irregularidades y, de ser 
así, la expedición de resoluciones sancionatorias contra las entidades que regían.  
Esta forma de inspeccionar, vigilar y controlar, completamente legal, se tornó 
escasa, en parte por circunstancias de cultura administrativa ancestral que hace 
que las normas sean desbordadas por nuevas irregularidades corporativas, y 
también, porque salió a la superficie las falencias graves en la prestación del servicio 
en términos de calidad, la “atomización institucional y la debilidad en el ejercicio de 
la supervisión”111.  
Debilidad que nació desde el mismo momento en que se concibió la Ley 30 
de 1992 como una dádiva del Estado al sector universitario pero sólo visto desde la 
óptica de la autonomía de sus directivas y sus proyectos educativos institucionales 
y no desde la óptica de los estudiantes y su derecho fundamental a recibir una 
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educación óptima en condiciones de equidad, justicia y equiparación, con igualdad 
de oportunidades para todos y en un marco de respeto por los proyectos de vida de 
quienes apuestan a la educación superior todo su futuro. 
Del adelanto de ese modelo de inspección y vigilancia, quedó la impresión 
social de una responsabilidad quebrantada, sinuosa y desprovista de real capacidad 
de acción coercitiva frente a los abusos. El Instituto Colombiano para el Fomento de 
la Educación Superior, ICFES, fue perdiendo gradualmente su eficacia frente a la 
dimensión de los problemas que se suscitaron con la implementación de la 
autonomía y fue inminente su transformación en una entidad de proyección de 
política pública en materia de calidad, pasando las funciones de vigilancia y control 
al viceministerio de la educación superior112.  
En consecuencia, ante esos vacíos de la Ley 30, se hizo imperativo 
perfeccionar los mecanismos administrativos de inspección y control en medio de 
carencias legales, que incitasen a la producción y reproducción de remedios con el 
fin, desesperado casi, de focalizar escenarios complejos en las instituciones de 
educación superior, para involucrarse en su probable mejoramiento por medio de 
esas visitas en donde el gobierno fue más un socio que un inspector. No es sino 
retrotraer el proceso usado por el Estado para descubrir lo pueril de la actuación 
administrativa: 
                                            





Para abordar la visita de inspección y vigilancia se tuvieron como referentes 
operativos los siguientes puntos: Confrontación de las actuaciones institucionales 
frente al cumplimiento de las normas sobre educación superior. Verificación del 
cumplimiento de los compromisos institucionales. Los documentos de política 
institucional: plan de desarrollo y/o plan estratégico, plan educativo institucional, 
modelo pedagógico institucional, estatutos, reglamentos internos y planes de 
estudio que expresan y definen la orientación, propósitos y metas institucionales en 
los cuales se concreta la autonomía institucional son confrontados frente a la 
coherencia con práctica real. Comprobación de la información suministrada por las 
instituciones de educación superior a los órganos de control y la observancia de las 
condiciones previstas en ella113. 
Un cúmulo de burocracia administrativa, papeleo, formatos, pero en esencia, 
si la institución visitada cumplía con todos esos formalismos, podían quedar ocultas 
muchas de las falencias denunciadas por sus estamentos estudiantiles, docentes y 
administrativos. Y la Ley dejaba en claro su inoperancia frente al abuso de la 
autonomía y frente a la irresponsabilidad de directivos inescrupulosos que hicieron 
de la educación superior un negocio114 sin ética, amparados por el escaso control 
plasmado en la legislación de entonces.  
El ICFES estableció a principios del milenio, una dependencia privilegiada 
llamada Comité de Evaluación de Inspección y Vigilancia115, en la que tenían asiento 
los directivos del Instituto. En este grupo administrativo se examinaban los 
resultados de las visitas y el entorno problemático de cada universidad para luego 
decidir, por beneplácito de la mayoría de funcionarios con asiento en el comité, las 
encomiendas, indicaciones o amonestaciones del caso, según la entidad. 
                                            
113 Ibid.p.65. 
114 NÚÑEZ, Amaury. El “business” de la educación superior. [En línea]. 19 de agosto de 2016. [23 
de agosto de 2017]. Disponible en: http://lasillavacia.com/silla-llena/red-de-la-educacion/historia/el-
business-de-la-educacion-superior-57595 
115 INSTITUTO COLOMBIANO PARA EL FOMENTO DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR, ICFES.  
Resolución No. 00355A del 28 de marzo de 2001.   
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Subsiguientemente se confeccionaba una epístola con los puntos que debía mejorar 
acompañada de algunas destrezas que debía implementar la institución para 
cumplir. Fue el punto máximo de una inspección y una vigilancia que con base en 






4. LOS ABUSOS DE LAS UNIVERSIDADES Y LAS LIMITACIONES DEL ESTADO 
4.1. LOS NEGOCIOS DE LAS UNIVERSIDADES: PANORAMA DE UNA REALIDAD 
El epicentro de la problemática que atañe a esta investigación tiene tres 
aristas fundamentales con categoría de cuestionamiento social: si la autonomía 
universitaria debe considerarse como un bien público y social sin ninguna objeción, 
si la autonomía debe ser únicamente académica, como en sus orígenes se postuló, 
o de gestión y gobierno como lo interpretan los dueños y directivos de instituciones 
universitarias en Colombia y finalmente si la política pública de inspección y 
vigilancia ordenada por la Constitución, es necesaria tal cual lo postula la Ley 
vigente y no viola la autonomía universitaria garantizada también por la 
Constitución. 
Como se vive en el mundo de las redes sociales y los escándalos televisivos 
y radiales, la crisis de la Fundación Universitaria San Martín sirvió de pretexto al 
gobierno para presentar de nuevo una reforma, con más resonancia  pública que 
análisis de expertos, pero que en realidad sí reflejaba el tema de fondo de los últimos 
veinte años en la educación superior y es el de “la mala calidad y los ‘abusos de la 
autonomía’ en muchas instituciones de educación superior”116.  
Evidentemente dichos abusos han existido y de forma recurrente y han 
estado en la palestra pública por la denuncia permanente de los usuarios víctimas 
                                            




que han sido muchos desde la implementación de la Ley 30 de 1992. Esta 
legislación empotró transformaciones esenciales en la tensión legal entre las 
universidades, el Estado y la sociedad en su conjunto que ve en la educación 
superior una opción vital para el desarrollo de sus miembros. 
 Desde la óptica del derecho administrativo, el mayor y substancial de los 
cambios que sirvieron de abono para los abusos de las instituciones universitarias, 
fue la “desregulación por parte del Estado y la pérdida de sus anteriores funciones 
de control administrativo y académico sobre programas e instituciones117” y en 
substitución se arrogaron una serie de discreciones y dispositivos de supuesta 
regulación autónoma por parte de los propios prestadores del servicio, dejando al 
Estado como un observador de buena fe, con pocas herramientas de verdadera 
inspección y vigilancia efectiva.  
Y es que a pesar de que formalmente el Estado en cabeza del ejecutivo, es 
decir, el Ministerio de Educación, conserva la responsabilidad en el cuidado de la 
calidad educativa, en la protección de la investigación y la publicidad de los 
saberes118, el compromiso por la promesa y probidad de los programas técnicos, 
tecnológicos, profesionales y de posgrado es del resorte de las entidades 
prestadoras del servicio de educación superior en el país119.  
                                            
117 Ibid. 
118 COLOMBIA. Congreso de le república. Ley 30 de 1992. Art. 3, 31 y 33. 
119 Ibid.., art. 28. 
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De este modo las entidades públicas que precedentemente instruían el 
control y prescribían las políticas públicas para la educación superior, pasaron a 
cumplir desempeños relativos al fomento y a la sistematización de información, 
como el caso específico del ICFES que perdió las herramientas de intervención 
efectiva sobre las instituciones universitarias y quedó a expensas de las funciones 
que el gobierno le asigne, ninguna relativa a la inspección y al control120.  
El origen de la problemática de arbitrariedad y despotismo de muchas 
instituciones de educación superior puede hallarse en los confines de la propia Ley 
de autonomía universitaria, que aunque tuvo una intención históricamente válida121, 
desconoció el contexto real en que se desenvolvía el país por aquélla época con 
una tendencia creciente por la apertura económica, con políticas de libre mercado 
en todos los segmentos de la economía que transformaron toda las actividades de 
la nación, aún las más sensibles como la educación superior y que varios analistas 
como Rubiano y Aldana sustentan al afirmar, por ejemplo, que “esta relación termina 
incidiendo en la garantía del derecho a la educación al vincular el acceso y su 
calidad a las posibilidades económicas”122. 
                                            
120 COLOMBIA. Presidencia de la República. Decreto 1211 de 1993. Por el cual se reestructura el 
Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior, ICFES, y se expide su estatuto 
básico. 
121 IGLESIAS, Carlos. Reformas en los sistemas nacionales de educación superior. Editorial Netbiblo, 
A Coruña, España. 2002. 
122 RUBIANO, Diego y BELTRÁN, Harold. La educación en Colombia: dinámica del mercado y la 
globalización. En: Cooperativismo y desarrollo. Vol. 24, Núm. 109 (2016). 
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Y se afirma en este escrito que la Ley tiene las claves paradigmáticas que 
sustentan los abusos por lo siguiente. La mencionada autonomía se vio reflejada en 
la creación de dos instancias que fueron el Sistema Nacional de Acreditación123, 
creado para generar una competencia de calidad educativa con tinte más 
empresarial que académica, y el Sistema Nacional de Información124 que, según 
letra de legisladores, no de expertos, debía servir para que los usuarios del sistema 
educativo superior eligieran correctamente la institución a la cual querían acceder. 
Todo muy en concordancia con las Leyes del mercado, aunque poco realistas frente 
a la cultura colombiana en esos ámbitos.  
A lo que asistió el país fue a una proliferación de instituciones universitarias 
y, lo que es más grave, de carreras técnicas, tecnológicas y universitarias, con 
modalidades por ciclos o de un solo tiempo, con la “posibilidad” en los ciclos de 
hacer la tecnología en una y profesionalizarse en otra entidad que sí cumpliera con 
los requisitos legales para tal fin. 
El Sistema Nacional de Acreditación, SNA, fue imaginado como un 
transcurso facultativo y perenne de valoración institucional potestativa al interior de 
las universidades, de sus Facultades y de las carreras registradas, con la intención 
presunta de encumbrar su calidad y utilidad general. Las políticas públicas de 
                                            
123 COLOMBIA. Congreso de la república. Ley 30 de 1992. Art. 53. 
124 COLOMBIA. Congreso de le república. Ley 30 de 1992. Art. 56. 
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acreditación125 se establecieron en el Consejo para la Educación Superior con 
responsabilidad de ejecución del SNA. 
En la práctica, la acreditación ha servido, mayoritariamente, para que las 
grandes universidades marquen una diferencia, en ocasiones clasista, frente a las 
medianas y pequeñas y se den el lujo de cobrar exorbitantes sumas por los 
derechos educativos, usando el mecanismo supuesto de mejoramiento de la 
calidad, como una vitrina de campus universitarios, convenios internacionales y 
sofisticación de procesos.  
Las otras, las medianas y pequeñas, aparte de quedar con el estigma de ser 
“universidades de garaje”, quedaron también con el lastre de ser las responsables 
casi exclusivas de las ofertas irresponsables, de los malos manejos financieros, de 
la baja calidad de sus profesores y currículos y del descontento consecuente de sus 
usuarios. Pero también han gozado de una impunidad cobijada bajo el manto de la 
invisibilidad pues al no tener gran renombre -San Martín, por ejemplo-, pasan 
inadvertidas ante los medios y si no hay escándalo, la administración gubernamental 
no se preocupa mucho. 
Esta diferenciación de escala de instituciones no es un hecho “clasista”, 
simplista, sino que obedece a las propias falencias de la política educativa plasmada 
en las Leyes colombianas en la materia, pero que obedecen a un orden social 
                                            
125 CONSEJO NACIONAL DE EDUCACIÓN SUPERIOR, CESU. Acuerdo No. 06, de 1995. 
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complejo y que refleja la misma estructura general de la Nación, como lo enuncia 
en profundidad el investigador Víctor Gómez: 
La educación superior está conformada por diversos tipos de instituciones con 
objetivos, funciones, personal docente y cuerpo estudiantil muy diferentes entre sí. 
En cada sociedad, estas instituciones son organizadas, jerarquizadas y 
tipologizadas en función de objetivos de igualdad social de oportunidades y de 
modernización y competitividad del sistema productivo; lo cual pone de relieve el 
papel central de la política, del poder y de los intereses de determinados «actores» 
sociales en las formas de organización y jerarquización de los diversos tipos de 
instituciones126. 
Las universidades de poco renombre y solvencia integral han abusado no 
sólo por las precarias condiciones en que han ofertado el servicio ni por su escaso 
patrimonio, o deficiente infraestructura que las hizo acreedoras del mote metafórico 
de un aparcadero doméstico. Éstas han sido referentes del fracaso de la autonomía 
por lo flagrante de sus actuaciones en contra de la buena fe y del anhelo de los 
usuarios que han caído en sus redes.  
Pero las grandes instituciones universitarias públicas y privadas, han 
demostrado también, con  sutileza y habilidad, que las rige el mercado y no la 
academia y han aprovechado el poder que les dio la reglamentación (por ejemplo 
en el CESU) para quebrantar los principios de un servicio público fundamental al 
tratar a sus estudiantes con un formalismo legal que los aleja de sus derechos, pero 
                                            
126 GÓMEZ, Víctor. La pirámide de la desigualdad en la educación superior en Colombia 
Diversificación y tipología de instituciones. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, 2015. p.21. 
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les dificulta a la vez reclamarlos, lo que lo lleva a una inevitable deserción del 
sistema de educación superior127. 
Las iniquidades y abusos de las instituciones han sido el resultante del falso 
paradigma con que se implementó la autonomía universitaria en Colombia y que en 
su concepción filosófica reza que a mayor autonomía mayor afianzamiento 
pedagógico y administrativo y mayor garantía de calidad en las carreras 
universitarias de cada entidad. 
Pero no ha sido así y el control autónomo por parte de los prestadores del 
servicio educativo superior no fue lo bastante apto, eficaz, ni ético para atestiguar la 
calidad y conveniencia del ejercicio de este derecho fundamental, ni siquiera para 
demostrar eficiencia en el postulado de libre mercado. Por el contrario, la carencia 
de reglamento inspector aplicable debilitó al Estado en el cumplimiento del mandato 
constitucional de vigilancia con la consecuencia de los abusos y desafueros 
cometidos por buena parte de las entidades de educación superior, en mayor o 
menor medida según el caso, en un aspecto de sus gestiones o en varios, a pesar 
de lo que arrojan los rankings128, una especie de feria de vanidades del sector 
universitario. 
                                            
127 UNIVERSIDAD DEL ROSARIO. Deserción estudiantil: las universidades pasan al tablero. [En 
línea]. [14 de julio de 2017]. Disponible en: http://www.urosario.edu.co/desercion/ 
128 PÉREZ ALEMÁN, Yesid. Rankings: algunas dificultades no resueltas. [En línea]. [15 de julio de 




En alejamiento progresivo de una calidad y una gestión expectantes de 
mejoramiento continuo en las instituciones de educación superior, la alineación y el 
itinerario de la inspección y vigilancia resultaron subyugados al libre albedrío de 
cada entidad universitaria, a sus planes de estudios concernientes y a sus pericias 
de ubicación en las escalas del marketing educativo, aspectos todos que 
confluyeron en la motivación gubernamental para reformar la Ley 30 de 1992 en 
puntos básicos como: “…el enfoque general del Sistema de Educación Superior que 
en adelante asumirá el de “competencias”; la redefinición de la estructura del 
Sistema; los alcances y límites de la autonomía de las instituciones; la definición de 
los mecanismos de intervención del Estado para cumplir con el mandato 
constitucional de ejercer inspección, control y vigilancia…”129, entre otros.   
En ese preciso instante fue evidente ante la comunidad académica y la 
opinión pública lo que los usuarios habían deducido como la transformación de un 
derecho fundamental en un negocio. Sin tapujos, las instituciones de educación 
superior aprovecharon la autonomía universitaria para convertirse en empresas de 
servicios educativos reguladas por el mercado y sus ofertas académicas ya no 
estuvieron reguladas por la conveniencia social, ni la utilidad comunitaria, ni menos 
por la promoción de ciudadanos hacia un futuro de progreso. 
                                            
129 OROZCO, Luis. Alcances y límites del Acuerdo por la Educación Superior 2034. Políticas de 
Educación Superior en Colombia. 2009-2013. Universidad de los Andes. [En línea]. [23 de 
septiembre de 2017]. Disponible en: https://www.uniquindio.edu.co/descargar.php?id=5523 
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El mercado, con sus reglas macro y microeconómicas, entró a dictar las 
pautas de una actividad que rápidamente dejó de tener estudiantes para tener 
clientes130, y en esa categoría fueron tratados los usuarios por cientos de 
instituciones que vieron un negocio lucrativo en dónde los hombres y mujeres veían 
su futuro y en el cual empeñaban patrimonios familiares si era el caso. 
Y es que adicional al drama comunitario que trae el abuso de las 
universidades con sus usuarios, está el tema técnico donde aquéllas se encontraron 
con que por más de que alardearan de su adaptación al mundo empresarial 
globalizado, no era tarea fácil conciliar los propósitos universales de los de 
negocios, con los fundamentos de universalidad del conocimiento como lo reflejan 
Díaz y Cortés: 
Adicional a la posible pérdida de la mística y vocación académica, el problema radica 
en la idea de implantar, de manera directa, los cánones empresariales sobre 
dirección y administración - establecidos o propuestos por distintas autoridades 
intelectuales del “management”, sin considerar que estos “principios” no siempre se 
pueden aplicar directamente a la Academia, específicamente aquellos relacionados 
con el concepto mercantil de “cliente”131.   
En los albores del nuevo milenio, el Estado asumió de nuevo las riendas de 
inspección y vigilancia de la calidad por medio de la figura del registro calificado de 
programas132 y la instauración del Viceministerio de Educación Superior, pero en 
                                            
130 DÍAZ, Cristian y CORTÉS Sonia. El estudiante como cliente: riesgo para la calidad de la educación 
superior en Colombia.  Congreso Iberoamericano de Ciencia, Tecnología, Innovación y Educación. 
Bogotá: Universidad Central. 
131 Ibid.., p.6. 
132 COLOMBIA. Presidencia de la República. Decreto 2566 de septiembre 10 de 2003. Por el cual 
se establecen las condiciones mínimas de calidad y demás requisitos para el ofrecimiento y 
desarrollo de programas académicos de educación superior y se dictan otras disposiciones. 
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aquel tiempo, una década después de los errores, los daños producidos por la 
proliferación de malas ofertas, engaños y negocios inescrupulosos en la educación 
superior ya habían desbordado los alcances de una institucionalidad que se vieron 
reflejados una década después con la crisis de instituciones reconocidas que 
llevaron a pensar de nuevo en reformas mucho más contundentes en materia de 
regulación y control, como lo recuerda Luis Orozco:  
Esta preocupación consignada en la exposición de motivos del Proyecto 
gubernamental, sin duda alguna, busca fortalecer la mayor debilidad de la Ley 30 
de 1992 consistente en que se trata de una “ley sin dientes”; es decir, que los 
mecanismos de intervención del Estado, en aquélla, quedaron debilitados al tratar 
de desregular el Sistema que a juicio de todos los agentes principales del sector era 
sumamente fiscalista hasta entonces por el Decreto 80 de 1980133.  
Y es que el asunto del registro calificado continuó sin responder a los 
entornos básicos de eficiencia. Sus procesos e indagaciones están bajo 
responsabilidad de la Comisión Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la 
Educación Superior (CONACES) pero esta entidad ha aplicado los mismos 
esquemas de formatos burocratizados y evaluaciones sin peso administrativo que 
ante los ojos de los ciudadanos se convierten en una afrenta que vulnera 
doblemente sus derechos. 
Fue así como el gobierno tuvo que expedir una nueva normativa para darle 
luz a una dependencia oficial, la Superintendencia de Educación Superior134, con el 
doble fin de aportarle, a su vez, herramientas más contundentes de inspección y 
                                            
133 OROZCO, Luis. op. cit. p.23.  
134 COLOMBIA. Presidencia de la República. Decreto N.º 2219 de octubre 31 de 2014. Por el cual 
se reglamenta el ejercicio de la inspección y vigilancia de la educación superior. 
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control al Ministerio de Educación. Sus resultados están por verse, pero el propio 
ejecutivo reconoció implícitamente la escasez de estas medidas al pensar en una 
nueva Ley que controlara de nuevo a quienes han abusado de su autonomía y 
transformado un derecho esencial de los ciudadanos como lo es la educación 
superior, en un negocio, pero negocio inescrupuloso, engañoso y defectuoso, por 
demás. 
La Ministra de Educación de entonces, Gina Parody, afirmó a los medios que 
la nueva reglamentación no vulnera la autonomía universitaria pues según sus 
palabras “el Ministerio no puede decir qué y quiénes pueden estudiar en la 
institución, o cómo eligen a sus rectores, ni qué cátedras se van a dictar”135. Pero 
sin duda las nuevas herramientas de inspección, vigilancia y control sí le dan al 
Estado la posibilidad de intervenir directamente en casos de quebrantamiento de la 
Constitución y la Ley por parte de Instituciones de Educación Superior. 
 
4.2.LA LEY 1740 DE 2014: NUEVOS INSTRUMENTOS DE INTERVENCIÓN 
PARA LA EDUCACIÓN SUPERIOR EN COLOMBIA 
El poder ejecutivo sancionó en 2014 la Ley 1740, ya referenciada 
ampliamente en este documento, que concibe una exigencia mayor en los métodos 
de inspección y vigilancia sobre las instituciones de educación superior en 
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Colombia. La viceministra de la cartera educativa afirmó a los medios de 
comunicación luego de la entrada en vigor de la Ley que esta “por fin le pone dientes 
al ministerio para realizar sus labores de inspección a las instituciones y así evitar 
crisis como las presentadas, a la vez que les da tranquilidad a los estudiantes acerca 
de la continuidad con calidad en sus estudiantes.”136 
El suceso jurídico administrativo había sido esperado por gran parte de la 
comunidad educativa y los ciudadanos en general durante más de dos décadas. La 
nueva norma que pretende ser la columna vertebral de la relación entre el Estado y 
las universidades instituye regulaciones provisorias y de centinela activo cuando 
una entidad prestadora del servicio de educación superior actúe con anormalidad o 
presente irregularidades académicas, administrativas o financieras. 
 De igual forma, autoriza al Ministerio de Educación Nacional para recaudar 
legalmente “información jurídica, contable, económica, administrativa o de calidad 
de las instituciones de educación superior (IES)”137, y le prescribe a la Contaduría 
General de la Nación expedir el plan único de cuentas de estos organismos 
educativos. 
Desde la exposición de motivos y en el encabezado de esta Ley se deja en claro 
que el estado no pretende vulnerar la autonomía de las instituciones prestadoras de 
                                            
136 ÁMBITO JURÍDICO. Abecé de la nueva Ley de inspección y vigilancia de la educación superior. 
[En línea]. [15 de julio de 2017]. Disponible en: 
https://www.ambitojuridico.com/BancoConocimiento/Administrativo-y-Contratacion/noti-142412-05-
abece-de-la-nueva-Ley-de-inspeccion-y-vigilanci 
137 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 1740 de 2014, por la cual se desarrolla parcialmente 
el artículo 67 y los numerales 21, 22 y 26 del artículo 189 de la Constitución Política, se regula la 
inspección y vigilancia de la educación superior, se modifica parcialmente la Ley 30 de 1992 y se 
dictan otras disposiciones. Art. 6. 
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este servicio, sino tener opciones de verificación e intervención para proteger a los 
usuarios en su derecho fundamental. Textualmente la norma dice: “La finalidad de 
la presente ley es establecer las normas de la inspección y vigilancia de la educación 
superior en Colombia, con el fin de velar por la calidad de este servicio público, su 
continuidad, la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos, el 
cumplimiento de sus objetivos, el adecuado cubrimiento del servicio y porque en las 
instituciones de educación superior sus rentas se conserven y se apliquen 
debidamente, garantizando siempre la autonomía universitaria constitucionalmente 
establecida”138.   
Las funciones que deberá ejercer el ejecutivo con base en esta Ley que cobija 
a todas las instituciones de educación superior, públicas, privadas, de economía 
solidaria y demás que presten este servicio, se pueden resumir así: 
- Vigilar a las IES mediante el conocimiento y solicitud de información, 
documentos, actos y contratos. 
 - Verificar la información publicitaria entregada a la comunidad estudiantil. 
 - Exigir el reporte de información financiera, sobre la infraestructura física 
para garantizar la prestación de este servicio público en condiciones de calidad y 
seguridad. 
 - Hacer seguimiento a las actividades que atenten contra la prestación del 
servicio educativo en condiciones de calidad y continuidad. 
 - Practicar visitas generales o específicas. 
 - Realizar auditorías sobre los procedimientos financieros y contables. 




 - Tramitar las reclamaciones o quejas que se presenten. 
 - Verificar que las actividades se desarrollen dentro de la Ley, los 
reglamentos y los estatutos de las IES. 
 - Solicitar la rendición detallada de informes sobre su situación jurídica, 
contable, financiera y administrativa.  
- Exigir a los representantes legales, rectores o miembros de los órganos de 
dirección que se abstengan de realizar actos contrarios a la Constitución, la Ley, los 
reglamentos y los estatutos139. 
 Además, en materia preventiva140, la nueva legislación establece que el 
Ministerio de Educación podrá dictaminar regímenes de perfeccionamiento que 
aporten soluciones a los contextos irregulares, y, obviamente, vigilará su 
cumplimiento. Así mismo, esta cartera ejecutiva exigirá que las universidades y 
demás entidades se inhiban de brindar carreras técnicas, tecnológicas o 
profesionales sin el registro calificado. 
El Ministerio podrá designar funcionarios públicos en las instancias directivas 
y marcar correctivos para las alteraciones administrativas, financieras o de calidad, 
así como ubicar la atención especial directamente en las locaciones de las 
                                            
139 Ibid., art. 4, 5, 6 y 7. 
140 Ibid., art.10. 
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entidades; el gobierno defenderá los derechos fundamentales constitucionales de 
los usuarios matriculados en las entidades intervenidas. 
Para evitar el colapso total de estas entidades, la Ley prevé una serie de 
acciones ante circunstancias que amenacen gravemente la calidad y continuidad 
del servicio educativo, caso en el cual el ministerio podrá adoptar medidas para la 
protección temporal de los recursos, bienes y activos, así: 
 - Imposibilidad de registrar la cancelación de cualquier gravamen constituido 
a favor de la IES, con excepción de las que tengan expresa autorización del 
Ministerio. 
 - Suspensión de procesos de ejecución vigentes. No se podrán admitir 
nuevos procesos contra la institución. 
 - Interrupción de la prescripción y la caducidad de las acciones sobre los 
créditos y obligaciones a favor de la IES. 
 - Todos los acreedores quedan sujetos a las medidas que se adopten141. 
La Ley vislumbra sanciones administrativas, de acuerdo con lo señalado en 
la Ley 30 de 1992, esencialmente en los artículos 51 y 52. Sanciones a directivos, 
representantes legales, administradores o revisores fiscales de la siguiente manera: 
                                            
141 Ibid., art.14. 
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 - Amonestación privada y/o pública. 
 - Multas personales de hasta 500 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
- Suspensión del cargo hasta por dos años. 
 - Separación del cargo e inhabilidad hasta por 10 años para ejercer cargos 
o contratar con Instituciones de Educación Superior. 
 Las sanciones a las universidades y similares que incurran en faltas 
previstas en las Leyes vigentes serán:  
- Multas de hasta 1.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
 - Suspensión de programas académicos, de registros calificados o nuevas 
admisiones, hasta por el término de dos años. 
 - Cancelación de programas académicos o de registros calificados. 
 - Suspensión y/o cancelación de la personería jurídica de la institución142. 
Mediante ésta  Ley 1740 se desdobla, en parte, el artículo 69 y los numerales 
21, 22 y 26 del artículo 189 de la norma de normas, se reglamenta la inspección y 
vigilancia de la educación superior y se varían apartes de la Ley 30 de 1992. Su 
asentimiento  se  concibió  sin  la   intervención  de  la   mayoría  de  subsectores 
                                            
142 Ibid. art. 17. 
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de la educación universitaria en el país y su origen traza, a priori, una duda: que un 
caso específico como el de las serias irregularidades de la Fundación San Martín, 
haya motivado al gobierno a una providencia de urgencia en el Congreso, por un 
raciocinio mediático, sin que los cientos de denuncias efectuadas por usuarios antes 
de este suceso lo hubieran generado. 
 Sin embargo, más allá de lo coyuntural, esta Ley estaba en mora de ser 
ideada y expedida, y aunque faltaron actores en su diseño, como los estudiantes 
organizados y la asociación de universidades, su articulado corresponde 
básicamente a lo señalado por muchos analistas y expertos en el tema quienes 
jamás concibieron que la autonomía universitaria pudiera usarse para violar 
derechos fundamentales de los ciudadanos como el de la educación superior. 
Por otra parte, las universidades, quienes ven afectada su autonomía y 
consideran esta Ley violatoria de su derecho Constitucional, han terminado bajando 
la guardia sobre todo después del fallo ya referido en que la Corte Constitucional 
avala esta norma que le devuelve las facultades de inspección y vigilancia al 
gobierno y le adiciona otras, en miras de garantizar la transparencia y calidad del 
servicio educativo superior. 
Tal como se ha reseñado, esta Ley de 2014 trae involucradas las 
herramientas de política pública en materia de inspección y vigilancia que le 
permiten al Estado colombiano vigilar activamente las actividades de organismos 
que prestan servicios sensibles para la población, sin que pueda argumentarse que 
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se violan autonomías cuando éstas, están garantizadas con los límites requeridos 
para evitar daños a los usuarios del servicio como se presentaron desde 1992 hasta 
2014. 
La Ley lleva menos de tres años vigente y es aún pronto para valorar sus 
resultados globales, pero es el mejor intento que se ha hecho por armonizar 
autonomía con inspección, vigilancia y control, así no deje a todos satisfechos. Los 
rectores de universidades públicas, por ejemplo, enviaron una carta a la Ministra 
Parody donde le manifiestan su desacuerdo con el espíritu de la ley que, para su 
caso, les adiciona controles que ya tienen por ser entidades sujetas a órganos como 
la Contraloría y la Procuraduría, entre otros: 
En el caso de las universidades públicas, con un Consejo Superior bajo la dirección 
y tutela de representantes del Estado, reguladas por la legislación de lo público y 
sometidas por norma a la auditoría permanente por parte de los organismos de 
supervisión y control, un sistema de vigilancia adicional no haría más que duplicar 
funciones y esfuerzos, gravar aún más los presupuestos y afectar las labores 
misionales. 
Las universidades privadas agrupadas en ASCUN han estado en constante 
diálogo con el MEN y le han manifestado sus desacuerdos con la injerencia excesiva 
que la nueva reglamentación le otorga al ejecutivo y que, según ellos, viola su 
autonomía. Este gremio “cree que es necesario seguir fortaleciendo la función de 
inspección y vigilancia con criterios modernos bajo la responsabilidad del MEN y por 
ello no ve conveniente ni necesaria la creación de una Superintendencia143” como 
                                            
143 ASOCIACIÓN COLOMBIANA DE UNIVERSIDADES, ASCUN. Superintendencia de educación 
no salió por restricción fiscal del estado y poca acogida de las asociaciones. [En línea]. [22 de agosto 
 97 
 
lo ordena la Ley. Es importante acotar que el Ministerio de Hacienda no ha dado el 
aval para la creación de este nuevo organismo, aunque la propia norma, muchas de 
sus funciones las cumple el viceministerio del ramo. 
Las instituciones de educación superior tecnológica ACIET sí estuvieron de 
acuerdo con los nuevos controles siempre y cuando se den “como parte de un 
sistema, con una seria planeación de su funcionamiento y financiación, para lo cual 
se requiere una reforma profunda y seria de la educación colombiana, acompañada 
de una transformación normativa”.  
 
4.3. LAS FACULTADES DE INSPECCIÓN Y VIGILANCIA Y EL DEBATE FRENTE A 
LA AUTONOMÍA UNIVERSITARIA 
Como primera medida es bueno tratar de precisar el concepto de autonomía 
universitaria sin pretender agotarlo. Es imperativo precisar también que el mismo ha 
ido cambiando desde que los jóvenes cordobeses lo llevaron como bandera, hasta 
nuestros tiempos donde son los directivos de las instituciones universitarias quienes 
lo reclaman más como un derecho de la propiedad privada, que como un derecho 
de la academia para existir sin presiones de ningún poder.  
Por ello los autores ven la importancia de recordar el concepto que a su 
parecer, y el de otros analistas, mejor se acerca a lo que ponen en la mesa de 
                                            




debate los que defienden como derecho absoluto e inalienable la autonomía 
universitaria, y es el que la define del siguiente modo: 
La autonomía de la Universidad es el derecho de esta Corporación a dictar su 
propio régimen interno y a regular exclusivamente sobre él; es el poder de la 
Universidad de organizarse y de administrarse a sí misma. Dicha autonomía es 
consustancial a su propia existencia y no a una merced que le sea otorgada –y 
debe ser asegurada– como una de las garantías constitucionales144. 
Este postulado fue compartido por estudiantes, académicos y directivos 
latinoamericanos durante varias décadas, hasta mediados de los años 80 cuando 
las políticas neoliberales145 comenzaron a invadir todas las esferas de la sociedad 
en el continente y la educación superior se vio enfrente de una escisión de esa 
unidad conceptual frente a la autonomía, pues los dueños y/o directivos de las 
universidades, aún las públicas, vieron en el mercado libre una opción económica 
interesante para la expansión empresarial, que no académica, de sus claustros, en 
línea con las políticas macroeconómicas que entraron a regir en el cambio de siglo 
con implicaciones sociales muy profundas como lo sugiere Francisco Cortés:  
La crisis de la educación es un problema global y más serio que la crisis económica 
del capitalismo, el terrorismo, la migración, porque destruye las bases de la 
democracia. La educación se ha convertido en una mercancía. La ciencia y las 
humanidades son destruidas al imponerles los principios universales de la 
competencia y la mercantilización. El interés en la comercialización de la ciencia 
sugiere que los sistemas de investigación nacionales respondan a la presión del 
mercado para hacer que la academia sea así más eficiente146.   
                                            
144 UDUAL. Acuerdos del Segundo Congreso Universitario y Primera Asamblea General de la 
Unión de Universidades Latinoamericanas. Santiago de Chile: Editorial Universitaria 1954. 
145 ORNELLAS, Jaime. op. cit. 
146 CORTÉS, Francisco. De mal en peor. Universidad de Antioquia, facultad de Filosofía. [En línea]. 




Sin embargo, ningún experto académico pudo predecir que en un país como 
Colombia con una Constitución recién estrenada, una Ley de educación que daba 
carta autonómica casi total a las instituciones de educación superior fuese a generar 
resultados tan negativos para el ejercicio de este derecho fundamental.  
El debate queda inscrito desde entonces en una potencial ponderación de 
derechos constitucionales -el de la autonomía universitaria y el de la educación 
superior, ésta última esencial- mediados por la obligación del ejecutivo, también 
constitucional, de inspeccionar y vigilar la prestación de este servicio. 
¿Qué piensan los defensores de la autonomía sin límites? Simple: la “Ley de 
Inspección y Vigilancia trasciende los límites que, por derecho propio, tienen las 
universidades de auto-gestionarse y auto-organizarse”147. Para la mayoría de 
directivos de la educación superior, casos como el de la Fundación Universitaria 
San Martín, por más ruido mediático que haya hecho, son la minoría frente a lo que 
ellos consideran una adecuada gestión de sus potestades extendidas por la Ley 30 
del 92 y ahora restringidas por la Ley 1740 de 2014. 
No obstante, esta Ley es la réplica a una escasez de controles que había 
dejado la Ley anterior y al requerimiento imperativo de que el Estado colombiano 
contara con una serie de utensilios administrativos para inspeccionar y vigilar la 
                                            
147 BEDOYA, María Rocío. Los impactos de la Ley de inspección y vigilancia en la Autonomía 
universitaria en Colombia. Una primera versión de este artículo fue presentada al IV Foro 
Interuniversitario Poder Constituyente: autonomía y democracia para la vida y para la paz, que tuvo 
lugar en la Universidad de Nariño, Pasto, los días 20, 21 y 22 de mayo de 2015. Este artículo hace 
parte del trabajo intelectual de la autora.   
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manera como se presta el servicio fundamental de la educación superior, 
básicamente por corporaciones privadas, sin ánimo de lucro, escudadas en la 
autonomía universitaria.  
En términos de exceso de pulcritud garantista se podría afirmar que la Ley 
1740 del 2014  procura progresar en el arreglo de la actuación administrativa de 
inspección y vigilancia, lo cual es un profundo cambio de cara  a la tibieza de la Ley 
30 de 1992, pero, potencialmente, “se excede en sus facultades de inspeccionar y 
vigilar, al otorgar la facultad de vigilancia especial al Ministerio de Educación, para 
adoptar medidas preventivas por ‘interrupción anormal’ grave en la prestación del 
servicio de educación, lo cual vulnera de manera flagrante la autonomía”148. 
Estas facultades atribuidas al Ministerio de Educación, como delegado del 
Presidente, incorporadas a riesgo de regir, regularizar y establecer políticas públicas 
de inspección y vigilancia en los sitios donde ejercen los prestadores, así como 
determinar criterios adecuados para su correcta aplicación, genera una 
duplicidad149 potencial entre el ejercicio de la política pública ministerial y la 
autonomía de quienes dirigen las instituciones universitarias, que en acto de buena 
fe pública, se presume que lo hacen con probidad, honestidad y competencia.  
Hay una serie de elementos puntuales que los detractores de la Ley 
consideran desventurados. Por ejemplo, que ésta proporciona procedimientos 
                                            
148 Ibid., p. 257.  
149 DE ZUBIRÍA, Sergio. Foro por el fortalecimiento de la educación superior. Bogotá. 2015. 
Disponible en: http://www.youtube.com/watch?v=ldM5OFU6khI 
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paralelos a dos regímenes formativos diferentes, el oficial y el privado que, por su 
entorno y sus propósitos, urgen de una administración independiente ya que el 
régimen público tiene su normatividad al respecto, que no es extensiva a los 
prestadores privados del servicio educativo, así ambos estén cobijados por la misma 
legislación en materia educativa. 
De igual modo, consideran que la Ley reúne en la misma dependencia 
ministerial dos responsabilidades que corresponderían a diferentes entidades 
relacionadas con la educación: el fomento, por un lado, y la inspección y vigilancia, 
por la otra. Y la más sustancial: personifica inmensos apuros para la autonomía 
universitaria, debido a las facultades caprichosas, descomunales e inmoderadas 
que se arrogó, según ellos, el Ministerio de Educación150. 
Aquí un tema jurídico, que aún defensores de lo sustancial de la Ley 1740 
como Andrés Santana y Humberto Romero, coinciden en que lo mejor habría sido 
que el Ministerio como tal no ejerciera inspección y vigilancia dadas sus claras 
funciones de formulador de política pública educativa y no un ente de control: 
Respecto a lo anterior es evidente que, básicamente lo que le corresponde 
al Ministerio de Educación Nacional es la creación de las políticas aplicables 
y referentes al sector educativo, y si dicho ministerio es el encargado de hacer 
las políticas para la prestación de este servicio público, consideramos que no 
es viable dejar en cabeza de este mismo ministerio las funciones de 
inspección y vigilancia de las instituciones de educación superior, ya que 
estas funciones hacen referencia a la atribución que se le da para solicitar, 
confirmar y analizar de manera ocasional, y en la forma, detalle y términos 
que se determine, la información que requiera sobre la situación jurídica, 
                                            
150 BEDOYA, María Rocío. op. cit. 
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contable, económica y administrativa de la institución (inspección); así mismo 
la atribución para velar permanentemente porque las instituciones de 
educación superior se ajusten a su reglamento, la Ley y la constitución en su 
formación y funcionamiento y en el desarrollo de sus objetivos (vigilancia); y 
la atribución para ordenar los correctivos necesarios en orden a subsanar 
una situación crítica de orden reglamentario o legal (control)151.  
Pero también hay detractores que alzan su voz desde la más pura 
concepción académica como el profesor Wasserman para quien el tema es de 
esencia independentista por naturaleza de las universidades y no se puede 
proceder coyunturalmente frente a un tema de mayúscula trascendencia: 
Hoy, la autonomía está recibiendo ataques (incluso de quienes, tratando de 
defenderla, la desvirtúan). El más reciente se debe a la irresponsabilidad de 
una institución universitaria que abusó de ella. Pero pretender que la 
autonomía debe desaparecer porque se abusó de ella es como decir que 
debe abandonarse la presunción de inocencia porque hay culpables que se 
aprovechan. La base fundamental de la autonomía es la responsabilidad 
institucional152.  
Tema neurálgico, sin duda, ese con el que concluye el profesor Wasserman 
su comentario, porque es exactamente el argumento del que parten los defensores 
de la Ley que empiezan por el gobierno que concibió la Ley, pero que se extienden 
a amplios sectores de estudiantes, docentes y público en general. El tema desde lo 
puramente jurídico es de primer nivel, pues es claro que esta norma restringe de 
manera amplia el principio de autonomía, probablemente sustentada, como se 
                                            
151 SANTANA, Andrés y HERNÁNDEZ, Humberto. La inspección y vigilancia de la educación superior 
no es sinónimo de vulneración a la autonomía universitaria. [En línea]. [24 de septiembre de 2017]. 
Disponible en: 
http://repository.usta.edu.co/bitstream/handle/11634/2302/santanaraul2016.pdf?sequence=1 
152 WASSERMAN, Moisés. Autonomía universitaria: por qué sí. Diario El Tiempo. 11 de diciembre 




pregunta José Fernando Isaza, en “¿un estado de opinión?”153; aunque pasó la 
revisión de la Corte, es bueno recordar que lo hizo por demanda, básicamente, de 
forma, o sea que aún es susceptible de demandas por violación del mandato 
constitucional que reclaman las universidades y varios eruditos. 
De acuerdo con el fallo de los magistrados, dos de las demandas poseían 
faltas técnicas procesales y no se hallaban escritas conforme lo pide el 
procedimiento jurisprudencial, por lo que la Corte se declaró inhibida para dar curso 
a las mismas. Con la tercera demanda, se analizó la forma usada en el Congreso 
para expedir la Ley, así como la presunta violación a la autonomía universitaria pero 
el alto tribunal conceptuó que la norma fue tramitada en concordancia con la 
Constitución y que, además, no se probó irregularidad alguna en su tránsito 
legislativo154. 
El fallo es un punto sólido a favor del gobierno y de quienes apoyan el regreso 
de la inspección y de la vigilancia a las instituciones de educación superior con todo 
y los aditamentos sancionatorios adicionales que trae la nueva Ley. Sin embargo, 
según la normatividad jurídica si hay una nueva demanda donde se justifiquen 
pretensiones de fondo sobre violación de la autonomía universitaria como principio 
constitucional, eventualmente el alto tribunal deberá estudiarla. 
                                            
153 ISAZA, José Fernando. op. cit. 
154 REDACCIÓN EDUCACIÓN. El Espectador, 26 de octubre de 2015. [En línea]. [18 de julio de 




De cualquier modo, es axiomático que los mecanismos de inspección y 
vigilancia corresponden a un precepto constitucional acorde con los reglamentos 
que se han dispuesto en desarrollo de la Constitución y con las justas medidas que 
ha dispuesto la Ley en respeto a los bordes infranqueables que ésta impone en 
protección de la autonomía. Eso ha dicho someramente la Corte, pero con una 
claridad diáfana, donde no acepta el argumento de violación de autonomía por el 
hecho de plantear una intervención directa en caso de abusos como los ya 
presentados.   
En todo lo que atañe al oficio de inspección y vigilancia, la interpretación 
constitucional ha finiquitado que es una cuestión organizativa del gobierno en 
cuanto a cómo asume las nociones y objetos de la operación administrativa155 en 
lineamiento absoluto de la Ley. En ese sentido, la Corte se ha pronunciado 
afirmando que la inspección y la vigilancia es un ámbito claro de control con rango 
constitucional y con soportes en la Ley y en las reglamentaciones. Es decir, que 
desde que haya una expresa autorización de la norma suprema, toda legislación y 
toda reglamentación correctamente concebidas y aplicadas son legales y de 
obligatorio cumplimiento.  
Los argumentos de quienes ven inconstitucionalidad en la legislación vigente 
están arraigados en una especie de fundamentalismo autonómico histórico donde 
                                            
155 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 489 de diciembre 29 de 1998. Por la cual se 
dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se 
expiden las disposiciones, principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones previstas 
en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones. 
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cualquier mecanismo de control por parte del ejecutivo estatal, así tenga vía libre 
constitucional, es considerada una afrenta al artículo 69 de la Constitución. No se 
sopesa la dinámica social y jurídica de un país como Colombia, ni el desborde de 
abusos desde 1992156 de los cuales, y contrario a lo que ellos afirman, el caso San 
Martín fue la punta de iceberg y no un hecho aislado, mediático y coyuntural, así el 
gobierno lo haya utilizado políticamente para generar apoyo público.  
Apoyo que consiguió no por el “hecho aislado”, sino por la multiplicidad de 
actuaciones irregulares por parte de otras entidades de educación superior que no 
traspasaron los filtros mediáticos, pero que sí estaban afincadas en los malos 
recuerdos de experiencias vividas por usuarios del sistema educativo superior. 
Usuarios que jamás contaron con herramientas administrativas para poder defender 
su legítimo derecho fundamental a recibir un servicio de calidad, en condiciones de 
respeto y trasparencia académica y administrativa y financiera como lo garantiza, 
en su espíritu, la Constitución de 1991. 
A datos de 2013, un año antes de explotar la crisis de la Fundación 
Universitaria San Martín y de la expedición de la Ley 1740, el panorama de los 
abusos de instituciones era bien diferente al de un escenario sano salpicado por un 
ruido repentino: 
En total, en las 32 instituciones de educación superior con procesos en curso 
estudian más de 287.000 personas (…) esas mismas tienen 536 de los 1.822 
programas académicos que figuran como inactivos. El 82 por ciento de ellos 
                                            
156 EL TIEMPO.  El lado oscuro de la educación superior. 17 de diciembre de 2014. [En línea]. [18 
de julio de 2017]. Disponible en: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-14985576 
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corresponde a programas a distancia y el 18 por ciento son de carácter presencial. 
Y, como dato curioso, hay cuatro entidades indagadas que ni siquiera aparecen en 
la base de programas académicos del Gobierno157. 
El debate seguirá igualmente pues las instituciones universitarias tanto las 
serias, honestas y respetuosas de sus alumnos, como las advenedizas y 
negociantes sin tapujos, ven en esta Ley una cortapisa a un derecho que creían 
inalienable desde la Ley 30 del 92, pero que la Corte Constitucional ya desvirtuó y 
hasta entonces será cosa juzgada. 
La UNAD y ASCUN, para documentar la posición opuesta a la ley, editaron 
un texto de ponencias donde diversos rectores y analistas expusieron su defensa 
férrea de la universidad sin inspección, vigilancia y control exhaustivos y 
limitantes158. El gobierno, los usuarios del servicio y analistas de prensa, siguen 
defendiendo la nueva norma como mecanismo coercitivo contra los abusos. 
4.3.1.La Prevención como principio. 
Uno de los aspectos más resistidos por los detractores de la inspección y 
vigilancia con amplio poder sancionatorio es que ven que la Ley 1740 de 2014 
comienza con un principio preventivo y lento, pero firmemente, se transforma en un 
principio coercitivo. Sin embargo, en el espíritu de la política pública en materia de 
control administrativo desde la Constitución hasta el último reglamento, está, como 
                                            
157 Ibid. Las Investigadas. párr. 10, 11 y 12. 
158 UNAD-ASCUN. La autonomía universitaria en Colombia. Precisiones sobre su concepto. 
Compilado de las ponencias del Foro sobre autonomía universitaria en Colombia, convocado por la 
Universidad Nacional Abierta y a Distancia –UNAD, y la Asociación Colombiana de Universidades –




un paradigma supremo, que la prevención es el aspecto más importante de la 
gestión pública de inspección y vigilancia. 
Jiménez y Fajardo proponen un esquema estructural simple para la 
administración pública y para los funcionarios que cumplen labores tales como la 
inspección y la vigilancia: “Los administradores reciben la encomienda de poner en 
práctica las Leyes decididas por el poder legislativo o por el poder ejecutivo, pero la 
forma en que se ejecutan esas Leyes les confiere su verdadero significado”159. 
El verdadero significado de la Ley 1740 ha sido preventivo, porque el principio 
dicta que si las instituciones de educación superior acatan las directivas del 
Ministerio de Educación Nacional no tendrán problemas en su gestión y podrán 
ejercer su autonomía con la responsabilidad que les es otorgada por el Estado y 
con los límites legítimos que este le impone.  
Prevenir significa ver lo  que se viene antes de que venga. Si la Ley 30 del 
92 hubiese sido preventiva, en su espíritu y en materia accionante, habría previsto 
que los negociantes estarían al acecho de un bien público como la educación 
superior y no se habría llegado a los serios problemas de abuso a los que ya hemos 
referido. 
Prevenir es el principio que le permite a la administración pública acompañar 
y asesorar a los particulares en aquellos procesos que le ordena la Constitución y 
                                            
159 JIMÉNEZ BENÍTEZ, William Guillermo y RAMÍREZ FAJARDO, César Alejandro. op. cit., p. 40.  
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la Ley, y que es el primer escalón de los mecanismos de inspección y vigilancia, 
cuya última instancia, si diere lugar, es la sanción administrativa. El paradigma de 
la prevención es la serie de estrategias que asume el Estado para evitar, hasta 
donde su mandato lo limite, que los entes y personas vigiladas cometan 
irregularidades que los hagan acreedores de sanciones y, lo que es más delicado, 
que afecten negativamente a los ciudadanos en temas fundamentales como la 
educación, que nos atañe en este documento, pero que puede ser también la salud 
o las finanzas personales, entre otros. 
Prevenir no es un acto ingenuo. En la administración pública colombiana se 
asume como una estrategia puesto que si se asume que hay que ser precavidos 
frente a potenciales irregularidades es porque estas han ocurrido, ocurren y pueden 
ocurrir y es ahí donde la labor preventiva requiere de una serie de acompañamientos 
a las instituciones y a sus funcionarios para que en tiempo real puedan evitar, bajo 
su responsabilidad eso sí, caer en las contravenciones consignadas en la Ley.  
La Función Pública colombiana sugiere que “pueden utilizarse diferentes 
fuentes de información tales como registros históricos, experiencias significativas 
registradas, informes de años anteriores. El contexto estratégico es la base para la 
identificación del riesgo, dado que de su análisis suministrará la información sobre 
las CAUSAS del riesgo”160. 
                                            
160 DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA (DAFP). Dirección de 
Control Interno y Racionalización de Trámites. Guía para la administración del riesgo. [En línea]. 
[20 de julio de 2017]. Disponible en: 
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En este punto es indispensable insistir en que si en el pasado se hubiera 
previsto estratégicamente lo que se venía para la educación con la apertura 
económica, las propias universidades y sus académicos que hoy se indignan por la 
presunta violación de la autonomía universitaria habrían convenido en las ventajas 
que para todo el sistema habría tenido que asumir tácticas de aprehensión frente al 
“capitalismo salvaje” que ya mostraba sus dientes en esas épocas de una apertura 
económica implementada abruptamente. 
La comunicación técnica precisa a tiempo aportada por los delegados 
inspectores del ministerio, que en fase preventiva son ante todo asesores, y recibida 
y procesada con la disposición abierta y asertiva de los funcionarios de las 
instituciones universitarias, será el punto de partida de una política pública eficaz, 
seria, y con derroteros constitucionales en pro del mejoramiento continuo de la 
educación superior del país que beneficia en su conjunto a toda la comunidad.  
La Función Pública propone que en estos grupos mixtos preventivos de 
trabajo asuma un protocolo que, en esencia, puede ser así: 
• Ayudar a establecer correctamente el contexto estratégico.  
• Garantizar que se toman en consideración las necesidades de las partes 
involucradas.  





• Ayudar a garantizar que los riesgos estén correctamente identificados.  
• Reunir diferentes áreas de experticia para el análisis de los riesgos.  
• Garantizar que los diferentes puntos de vista se toman en consideración 
adecuada durante todo el proceso.  
• Fomentar la administración del riesgo como una actividad inherente al 
proceso de planeación estratégica161. 
La política de prevención ha de ser el pilar de la armonización entre el 
principio de la autonomía universitaria garantizado por la Constitución, el derecho 
fundamental a la educación superior para los ciudadanos que tiene rango 
constitucional también, y la obligación de la Constitución para que el ejecutivo 
disponga de los medios necesarios para inspeccionar y vigilar administrativamente 





                                            







El presente trabajo académico se adentró en la tarea de comprobar o rebatir 
la hipótesis planteada según la cual la Ley 1740 de 2014 viola de manera flagrante 
la autonomía universitaria garantizada en la Constitución Nacional, por haber 
implementado mecanismos directos de inspección, vigilancia y control sobre las 
instituciones de educación superior. Luego de profundizar en el análisis conducente 
a resolver la inquietud central expuesta, se llegó a las siguientes conclusiones:  
1. La autonomía universitaria, en su extensa acepción, no es un principio 
absoluto y la función de inspección, control y vigilancia por parte del Estado 
es igualmente legítima y de ámbito constitucional. En esencia, la función 
autonómica incumbe al propio entorno de la institución universitaria en vista 
de que su cimiento reside en la investigación como sinónimo de búsqueda 
incesante de la certeza intelectual; y ésta, como verdad acreditada por la 
academia, bien sea en ciencia exacta o social, no está asida a ningún 
dominio ni se halla sometida a otra autoridad que no sea la Constitución y la 
Ley en el más amplio de los sentidos. 
2. La política pública tiene como misión, desde sus orígenes en la segunda 
mitad del siglo XX, mejorar la calidad de vida de los ciudadanos. El análisis 
de la Ley 1740 de 2014 y su reglamentación, apuntan a garantizar el 
adecuado desarrollo de la educación superior como derecho fundamental, 
razón por la que este estudio concluye que de ninguna forma viola la 
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autonomía de las universidades, sin detrimento de que algunos procesos, por 
ineficiencia o corrupción, puedan afectar de manera indebida la acción 
administrativa por parte del ministerio o de otro órgano de control si se llegara 
a autorizar su creación como está escrito en esta Ley. 
3. Con todo y este panorama, la declaración de la autonomía logra trascender 
al imaginario colectivo como un bien social, con mucho debate, debido a que 
la educación es una cesión de nociones independientes sobre el cosmos y la 
sociedad, que garantiza la honestidad y pulcritud de sus procesos 
precisamente en desligarse de esos poderes. Pero la historia reciente 
colombiana no refleja el abuso de ningún poder estatal, sino, y, muy por el 
contrario, el perpetrado por instituciones universitarias inescrupulosas que, 
amparadas en el principio de la autonomía, pusieron en riesgo el futuro de 
cientos de estudiantes colombianos durante la vigencia plena de la Ley 30 
de 1992. 
4. Los críticos de la inspección y vigilancia activa dicen que el abuso de unos 
no puede deslegitimar la autonomía garantizada por la Constitución, que, a 
su juicio, han respetado la mayoría de universidades. Los defensores de la 
Ley afirman, en contrapunteo, que la permisividad de la Ley 30 fue la 
causante de dichos abusos y por ello la Ley 1740 los corrigió ajustada a la 
Constitución. En el primer fogueo, la Corte Constitucional les dio la razón.  
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5. Y es que se concluye que desde el Decreto Ley 80 del 1980, pasando por la 
Ley 30 del 1992 y hasta la Ley 1740 de 2014, la inspección, vigilancia y 
control que debe ejercer el Estado sobre la educación superior fue pasando 
de una leve acción en los 80, a un abandono en los 90 y a una recuperación 
e implementación del espíritu del constituyente de la labor fiscalizadora del 
ejecutivo sobre los prestadores del servicio educativo. 
6. También se concluye que la autonomía en el contexto actual colombiano 
debe ser asumida desde la calidad en la prestación del servicio educativo 
superior, ya que la resguarda de providencias coyunturales de políticos y 
gobernantes, a la par que le permite la independencia de conocimiento y 
saberes que está en la base de este principio. El ejercicio de la Inspección y 
Vigilancia que le corresponde legítimamente al Estado se circunscribe a los 
procesos administrativos que engloban la prestación del servicio y aunque 
parezca una intrusión a la libertad de las entidades no lo es en su esencia, 
que es la producción y reproducción de conocimiento.  
7. La comprobada laxitud de legislaciones como la Ley 30 de 1992, en un 
contexto de apertura neoliberal sin control, fue el origen de las crisis actuales, 
pues permitió que el negocio educativo suplantara el servicio educativo, y los 
estudiantes pasaron de ser sujetos de derechos, a clientes con obligaciones 
de letra pequeña, plasmadas en reglamentos “autónomos” diseñados al filo 
de la normatividad suprema; en últimas, ciudadanos desprotegidos de la 
Constitución y de la Ley.   
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8. ¿Qué la Ley 1740 es una limitante? Se concluye que sí, que es una limitante 
legal a la forma descontrolada en que venían operando las Instituciones de 
Educación Superior, que no se inmiscuye en la libertad de cátedra, ni en la 
libertad de los proyectos educativos, sino que vigila activamente que en los 
mecanismos de interacción con los usuarios se cumpla con los postulados 
constitucionales y legales para un derecho fundamental como lo es la 
educación superior.   
Tiene el Estado colombiano la misión de aplicar con rigor democrático la Ley 
1740 de 2014 y su reglamentación consecuente para garantizar que la prestación 
del servicio educativo superior se haga acorde con su nivel de derecho fundamental 
de los ciudadanos, sin traspasar los límites que la propia Constitución le impone en 
aras de garantizar la autonomía universitaria como principio no absoluto. De igual 
forma las universidades e instituciones universitarias tienen el reto de asumirse 
como entes autónomos en sus proyectos educativos, con libertad de proponer sus 
enfoques institucionales, académicos y profesionales dentro del marco legal, que 
les exige a su vez, someterse a una inspección, a una vigilancia y a un control 
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